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En este informe daremos cuenta de las novedades normativas y jurisprudenciales habidas en materia de ordenación del territorio, urbanismo y vivienda de junio a octubre de 2017. 

I. NOVEDADES NORMATIVAS.
En cuanto a las novedades legislativas, si bien es cierto que el Estado no ha legislado nada al respecto porque otros asuntos han requerido su atención más inmediata, se observa que en las Comunidades Autónomas se ha retomado la iniciativa que estuvo paralizada durante los momentos más críticos de la crisis económica que afectó en mayor medida al sector inmobiliario.

En concreto, merece destacar la aprobación de la ley del suelo de Canarias o el texto refundido de la Comunidad Foral, varias leyes sobre promoción de la accesibilidad universal, otras de fomento de la actividad económica, que facilitan la implantación de empresas. En definitiva, todas ellas pretenden simplificar la tramitación administrativa y reducir los plazos de resolución.

Sin embargo, las que merece destacar y desarrollar, por su novedoso objeto, son dos leyes de la C. A. catalana que regulan la arquitectura y el cambio climático.

2. COMUNIDADES AUTONOMAS.

B) CATALUÑA

- Ley 12/2017, de 6 de julio, de la arquitectura. (DOGC núm. 7411, de 13 de julio).

Esta ley establece, en el ámbito de las administraciones públicas de la C. A. de Cataluña, las medidas de fomento e impulso de la calidad arquitectónica y urbanística, y de la contratación de la redacción de proyectos, de la dirección y de la ejecución de las edificaciones y de la urbanización de los espacios públicos. Excluye los trabajos de ingeniería civil regulados por la legislación de obra pública,.

A estos efectos, define “arquitectura” como el resultado del proceso de proyectar, dirigir, construir, rehabilitar y mantener, durante todo su ciclo de vida, los edificios y los espacios públicos urbanos resultantes de los procesos de gestión y ejecución del planeamiento urbanístico en los que se desarrolla la actividad humana, con la participación y colaboración de varias disciplinas profesionales para conseguir toda su complejidad; y considera que el urbanismo y la planificación urbanística inciden en la arquitectura en tanto que contribuyen a la configuración de los espacios públicos urbanos y de las construcciones.

La ley considera que la creación arquitectónica es de interés público y las administraciones públicas catalanas deben divulgarla e impulsarla.

Entre los valores de calidad inherentes a la arquitectura que protege la ley se encuentran la idoneidad y la calidad técnica de las construcciones para acoger los usos previstos o admitir otros más amplios, la mejora de la calidad de vida de las personas, la contribución a la cohesión social y a la mejor relación de los ciudadanos con su dimensión artística y cultural, la adecuación al entorno y el paisaje de los asentamientos urbanos o de los espacios abiertos, la sostenibilidad en las vertientes medioambiental, económica y social, así como la belleza, el interés artístico y su aportación al debate cultural.

Reconoce a las administraciones locales, en el marco de sus competencias y atribuciones, la posibilidad de adoptar las medidas necesarias para fomentar y promover la calidad arquitectónica en los municipios mediante las determinaciones del planeamiento urbanístico, el impulso de acciones para la mejora de la calidad y la integración de criterios específicos de calidad arquitectónica en los pliegos de contratación de proyectos, de dirección de obras, de dirección de ejecución de obra y de ejecución de la obra, así como de la urbanización de los espacios públicos, a través de la formulación, modificación o revisión del planeamiento urbanístico general, a fin de identificar y delimitar los elementos y los ámbitos sujetos a medidas específicas para mejorar la calidad arquitectónica de edificios y conjuntos urbanos, y la concreción de dichas medidas; la aprobación de ordenanzas municipales que prevean medidas concretas relativas a la mejora y preservación de la calidad arquitectónica de los edificios; la ejecución de actuaciones concretas destinadas a la mejora del paisaje urbano; el establecimiento de distinciones, premios y reconocimientos a las buenas prácticas y el fomento de la participación ciudadana en el conocimiento y la difusión de la calidad arquitectónica.

La ley también incluye normas complementarias a la contratación del proceso arquitectónico y de los instrumentos de planeamiento urbanístico. A estos efectos, el proceso arquitectónico es el procedimiento complejo y completo referido a la planificación, la proyección, la dirección de obra, la dirección de ejecución de la obra y la ejecución de las edificaciones y la urbanización de espacios públicos que requiere un desarrollo pluridisciplinar y coherente con los requisitos exigidos, de acuerdo con los objetivos y criterios de solución fijados por el órgano de contratación de este proceso.

Estas normas son aplicables a todo el sector público de la C. A. de Cataluña en las modalidades de contratación siguientes:

a) Concursos de ideas de arquitectura y de planeamiento urbanístico.

b) Contratación de servicios del proceso arquitectónico.

c) Contratación conjunta de la elaboración del proyecto y la ejecución de la obra y concesión de construcción y explotación de obra del proceso arquitectónico.

d) Contratación de la redacción de los instrumentos de planeamiento urbanístico y los proyectos de urbanización.

En orden a los criterios de valoración, la ley prevé que el Gobierno de Cataluña apruebe criterios orientativos sobre valoración de proposiciones técnicas y valores del precio estimado de los contratos de servicios, a tener en cuenta en las licitaciones del proceso arquitectónico. Además, los pliegos de condiciones deben incorporar cláusulas sociales relativas a los profesionales y empleados de los licitadores y, dentro de los criterios de valoración, han de incorporarse los costes del mantenimiento de los edificios.

La ley también regula la composición y reglas de funcionamiento de los jurados de los concursos de ideas y de los concursos de proyectos de los contratos de los servicios del proceso arquitectónico y de los instrumentos de planeamiento urbanístico. Al propio tiempo establece especificidades en la contratación de los concursos de ideas de arquitectura y de planeamiento urbanístico, en la contratación de servicios del proceso arquitectónico, especificidades relativas a la admisibilidad de variantes o mejoras del proyecto arquitectónico en los contratos de obras, así como de la contratación conjunta de la elaboración del proyecto y la ejecución de la obra, y de la concesión de la construcción y explotación de obra del proceso arquitectónico y de la contratación de la redacción de los instrumentos de planeamiento urbanístico y los proyectos de urbanización.

- Ley 16/2017, de 1 de agosto, del cambio climático. (DOGC núm. 7426, de 3 de agosto).

La ley tiene por objeto la regulación de las medidas encaminadas a mitigar y adaptar al cambio climático la definición del modelo de gobernanza de la Administración pública con relación al cambio climático y el establecimiento de impuestos como instrumento para actuar contra el cambio climático. 

Su finalidad es reducir las emisiones de gases de efecto invernadero y la vulnerabilidad a los impactos del cambio climático, favorecer la transición hacia una economía neutra en emisiones de gases de efecto invernadero, competitiva, innovadora y eficiente en el uso de recursos.

La responsabilidad en el logro de las finalidades de la ley corresponde al Gobierno autonómico, a los entes locales, a los sectores productivos, a los agentes políticos, sociales y económicos, y a los ciudadanos en general. 

Para su cumplimiento, la ley regula una serie de políticas sectoriales. Así, en materia de urbanismo y vivienda, prevé que las medidas que se adopten deben ir encaminadas a un cambio de modelo urbanístico que priorice la rehabilitación del parque de viviendas y los edificios de consumo energético casi nulo y a reducir la vulnerabilidad y las emisiones de gases de efecto invernadero. 

En concreto, las medidas deben encaminarse a:

a) La adaptación de la normativa urbanística y energética para que las nuevas áreas residenciales sean lo máximo de autosuficientes energéticamente y se diseñen de acuerdo con una jerarquía de criterios: 

· reducir la demanda energética, 

· ser eficientes en el diseño de los sistemas que cubren la demanda energética, 

· aprovechar los recursos energéticos locales, 

· promover el uso de materiales de construcción de bajo impacto ambiental y

· compensar las emisiones de dióxido de carbono derivado del impacto energético de los edificios con parques de generación a partir de fuentes renovables.

b) El fomento del uso de energía procedente de fuentes renovables en el sector de la edificación, priorizando las que no generan un trasvase hacia otros contaminantes con impactos locales.

c) La adaptación de la normativa urbanística y ambiental para que tanto las figuras de nuevos planeamientos urbanísticos y sus modificaciones y revisiones como el planeamiento territorial incorporen un análisis cuantitativo y una valoración descriptiva del impacto sobre las emisiones de gases de efecto invernadero y los impactos del cambio climático sobre el nuevo planeamiento, así como medidas para mitigarlo y adaptarse a él. 

Este análisis debe incluir las emisiones vinculadas a la movilidad generada, los consumos energéticos del ciclo del agua y de los residuos, y los consumos energéticos de los usos residenciales y terciarios.

d) La selección y clasificación de espacios ya urbanizados u ocupados por infraestructuras y servicios con potencialidades para situar o compartir superficies para captar energías renovables.

Impone al Gobierno autonómico y a las administraciones locales la obligación de promover:
a) El uso, por parte de los profesionales del diseño, proyección y construcción de zonas residenciales, de fuentes de energía renovable para la calefacción, la refrigeración y el agua caliente sanitaria, y de soluciones constructivas, tanto estructurales como de cierres altamente eficientes energéticamente.

b) La construcción con criterios bioclimáticos con el objetivo de que en 2020 los nuevos edificios construidos sean de consumo energético casi nulo.

c) El impulso de políticas activas que fomenten la rehabilitación energética del parque de viviendas y la mejora del ahorro y la eficiencia energéticos. 

d) La toma en consideración, por parte de los municipios, en su planeamiento urbanístico, de las recomendaciones de la Organización Mundial de la Salud sobre la superficie de verde urbano por habitante.

e) La reserva de puntos de carga de vehículos eléctricos en los centros de trabajo y edificios públicos.

f) El desarrollo de modelos compactos de ocupación del territorio y unos usos más eficientes e intensivos de los terrenos urbanizados en los ordenamientos territorial y urbanístico.

g) La garantía, en los nuevos desarrollos urbanísticos, de la provisión energética con fuentes de energía cien por cien renovables, ya sea por conexión a la red de consumo ya sea facilitando el autoconsumo o, si procede, construyendo redes cerradas.

Finalmente, la D.T. Tercera de la ley, que regula las solicitudes de licencia de edificios nuevos y de edificios existentes sometidos a una gran rehabilitación, exige que incluyan “un diseño que cumpla los requisitos correspondientes a un edificio de consumo de energía casi nulo a partir del 1 de enero de 2020 si son de titularidad privada y a partir del 1 de enero de 2018 si son de titularidad pública”, al tiempo que da un plazo de 6 meses a los departamentos competentes en materia de energía y vivienda del Gobierno autonómico para establecer los requisitos que debe cumplir un edificio para ser considerado de consumo de energía casi nulo.

Todo ello, sin perjuicio de que los edificios existentes con valor arquitectónico o histórico alcancen estos objetivos establecidos mediante una planificación específica y un régimen de excepcionalidades y también a través de incentivos fiscales y ayudas.

Por último hay que hacer mención al Acuerdo GOV/112/2017, de 1 de agosto, para impulsar la elaboración del Pacto nacional para la renovación urbana de Cataluña (DOGC núm. 7426, de 3 de agosto) y la aprobación del Decreto 149/2017, de 17 de octubre, de las entidades de control de calidad de la edificación y de los laboratorios de ensayos para el control de calidad de la edificación. (DOGC núm. 7477, de 19 de octubre).

C) GALICIA

- Ley 5/2017, de 19 de octubre, de fomento de la implantación de iniciativas empresariales en Galicia. (DOG núm. 203, de 25 de octubre).

Esta ley pretende la implantación de iniciativas empresariales de los sectores industrial, de servicios relacionados con el sector industrial y comercial que precisen para su implantación el uso del suelo mediante establecimientos o instalaciones de carácter permanente.

Los principios que rigen el impulso de estas iniciativas empresariales son, entre otros, la racionalización de la oferta de suelo empresarial y facilidad para el acceso al mismo de las iniciativas empresariales que lo demanden y la calidad de las infraestructuras, equipamientos, dotaciones y servicios de las áreas empresariales y responsabilidad pública y privada, según corresponda, en el mantenimiento y conservación de las mismas.

A. Distribuye la competencia entre las distintas consejerías autonómicas, en función de la materia. Así, a la consejería competente en materia de vivienda y suelo atribuye la propuesta de disposiciones para el establecimiento, desarrollo y gestión de la política en materia de suelo empresarial de la C. A., su ejecución y evaluación; la planificación, desarrollo y gestión del suelo empresarial en el ámbito autonómico y la elaboración, promoción y gestión de planes y programas de promoción, adquisición y puesta en el mercado del suelo empresarial que incentiven el asentamiento de empresas, la dinamización económica y el equilibrio territorial.

A su vez, a los ayuntamientos les corresponde, en el marco de las previsiones del Plan sectorial de áreas empresariales de Galicia, destinar suelo adecuado y suficiente para la implantación de iniciativas empresariales, favoreciendo la ubicación de estas actividades con las infraestructuras, equipamientos, dotaciones y servicios que sean precisos. También les corresponde evaluar periódicamente los efectos y los resultados obtenidos por la normativa municipal de aplicación a la implantación de iniciativas empresariales, así como racionalizar el sistema tributario municipal para el fomento de la implantación de iniciativas empresariales.

B. Por lo que se refiere al desarrollo del suelo empresarial, la ley establece varias medidas:

1. La ley faculta a la Xunta para la tramitación urgente de los proyectos sectoriales de suelo empresarial, reduciendo los plazos de tramitación a la mitad. Igualmente, si la demanda real de suelo empresarial delimitada por el Plan sectorial no justifica un desarrollo inmediato, está permitido el desarrollo parcial del suelo siempre que quede garantizada la viabilidad del desarrollo futuro del resto del ámbito. 

2. Respecto a la ejecución de los proyectos sectoriales de áreas empresariales, pueden desarrollarse por fases de urbanización si no está prevista la división del ámbito en polígonos y el sistema de actuación es la expropiación, ejecutándose según la demanda de suelo empresarial existente.

La aprobación de la delimitación de las fases de urbanización corresponde, previa audiencia del ayuntamiento o ayuntamientos afectados, al Instituto Gallego de la Vivienda y Suelo, a petición de la persona promotora. El acuerdo debe incluir las diferentes fases y debe garantizar que, finalizada una fase, todas las parcelas dispongan de los servicios urbanísticos precisos para el pleno funcionamiento del ámbito correspondiente.

La aprobación de la delimitación tiene como efectos:

- permitirla aprobación del proyecto de parcelación del ámbito correspondiente a la fase de urbanización a desarrollarse, cuando el mismo no figure incluido en el proyecto de expropiación, y su inscripción en el Registro de la Propiedad. La afección de las fincas resultantes de la parcelación como garantía de la ejecución de las obras de urbanización quedará únicamente limitada a la ejecución de las obras correspondientes a la fase de urbanización en que esté ubicada la finca.

- permitir la aprobación y ejecución de proyectos de urbanización independientes que contemplen la urbanización de cada una de las fases en que se divida el ámbito. 

- posibilitar la recepción de las obras de urbanización de la fase, una vez ejecutadas, por el ayuntamiento respectivo y su afección al uso público. 

Distingue la aprobación de los proyectos de urbanización que desarrollen las determinaciones de los proyectos sectoriales destinados al desarrollo de un área empresarial según sean promovidos por un promotor público que no sea una administración local o una entidad dependiente de la misma (en cuyo caso, se aprobarán por resolución de la Presidencia del Instituto Gallego de la Vivienda y Suelo) de aquellos cuyos promotores sean distintos de los anteriores (que serán aprobados por el ayuntamiento correspondiente). La ley faculta a los municipios para establecer mecanismos de colaboración con el fin de coordinar los criterios de urbanización, en caso de que afecte a varios municipios. Una vez finalizadas las obras de urbanización conforme al proyecto aprobado y, en su caso, las modificaciones autorizadas, las obras serán recibidas por el ayuntamiento correspondiente y destinadas al uso público.

3. La ley crea el Censo de suelo empresarial de Galicia, que tiene como finalidad conocer el suelo realmente disponible y el grado de ocupación de las áreas empresariales existentes en la C. A., como instrumento de evaluación, planificación y actualización de las necesidades de suelo empresarial.

Los promotores de áreas empresariales están obligados a inscribirse en el censo, que es público. La falta de inscripción en el censo constituye infracción administrativa leve, sancionada con multa de 1.000 a 10.000 €.

4. Como medida de apoyo a los Ayuntamientos para el desarrollo de suelo empresarial, está prevista la posibilidad de que el Instituto Gallego de la Vivienda y Suelo formalice convenios con aquellos que no dispongan de medios necesarios para el desarrollo de áreas empresariales en la C. A. La retribución por los gastos en que incurra se realizará en especie, mediante la entrega de parcelas resultantes dentro del ámbito de actuación, siempre que exista acuerdo con el Ayuntamiento.

C. Respecto al acceso al suelo empresarial, la ley faculta al IGVyS para aprobar programas de incentivos para el acceso al suelo de su titularidad, mediante bonificaciones en el precio de venta, adjudicación en derecho de superficie con opción de compra o derechos de adquisición preferente, respetando los límites de la legislación mercantil y garantizando la viabilidad económica.

Distingue entre proyectos empresariales singulares y estratégicos.

Los proyectos empresariales singulares son aquellos que justifiquen la especial importancia que su actividad o ubicación suponen para la política económica o el equilibrio territorial de la Comunidad Autónoma, estén vinculados a un sector de actividad de especial relevancia o interés en el ámbito del área empresarial de que se trate o de su área de influencia o acrediten especiales necesidades de suelo de la empresa por la actividad a desarrollarse. Pueden comprender ámbitos de suelo empresarial urbanizado, pendiente de urbanizar o ambos tipos.

La declaración corresponde al Consello de la Xunta de Galicia o a la Presidencia del Instituto Gallego de la Vivienda y Suelo, en función del valor de los terrenos, si sobrepasa o no el importe previsto en la Ley de presupuestos de la Comunidad Autónoma de Galicia para los expedientes de contratación. 

La declaración de un proyecto empresarial singular habilita para la adjudicación directa del suelo de titularidad del Instituto Gallego de la Vivienda y Suelo y de la sociedad Gestión del Suelo de Galicia, S.A. 

La adjudicación del suelo será garantizada, en la forma y plazo que se indique en la declaración de proyecto empresarial singular, mediante depósito de, al menos, un 10 % del precio estimado de la parcela o del importe del canon máximo correspondiente a cinco anualidades en caso de solicitudes de adjudicación en derecho de superficie. Si la declaración del proyecto singular implica la modificación de la ordenación urbanística o del proyecto de urbanización del polígono, el depósito en concepto de garantía habrá de ser de, al menos, o 25 % del precio estimado de la parcela o del canon máximo correspondiente a cinco anualidades en caso de adjudicación en derecho de superficie; importe que será devuelto en el momento de elevación a escritura pública. 

Por su parte, pueden considerarse proyectos industriales estratégicos aquellas propuestas de inversión para la implantación o ampliación de una o varias instalaciones industriales que tengan como resultado previsible una expansión significativa del tejido industrial gallego o la consolidación del mismo, siempre que supongan un volumen de inversión mínima de 20.000.000 €, un nivel de mantenimiento y creación de empleo superior a 100 puestos de trabajo directos o impliquen una especial necesidad de suelo por la actividad a desarrollarse que no pudiera ser atendida con la oferta existente.

D. En cuanto a la gestión de las áreas empresariales, regula el mantenimiento y conservación de las infraestructuras, equipamientos y dotaciones de las áreas empresariales, que corresponderá a la Administración, una vez entregadas las dotaciones, o a la entidad promotora, antes de la entrega.

E. Regula también la tramitación ambiental conjunta de los proyectos de actividades sometidas a autorización ambiental integrada y a evaluación de impacto ambiental y la coordinación del otorgamiento de la autorización ambiental integrada con los procedimientos de evaluación de impacto ambiental y otros medios de intervención administrativa de competencia autonómica.

J) ARAGÓN

- Ley 5/2017, de 1 de junio, de integridad y éticas públicas. (BOA núm. 114, de 16 de junio y corrección de errores BOA núm. 133, de 13 de julio).

Esta ley, de la que algún autor habla de “ética por imperativo legal”
, tiene por objeto el establecimiento del régimen de promoción, impulso y garantía de la integridad y la ética públicas en el sector público de Aragón y en las personas y entidades que se relacionan directamente con el mismo, así como la creación y regulación de la Agencia de Integridad y Ética Públicas.

Es aplicable a los entes locales de Aragón y sus organismos públicos.

Las competencias previstas en la ley para la garantía, coordinación e impulso de la integridad y la ética públicas corresponde a la Agencia de Integridad y Ética Públicas, que no puede suplantar en su actuación a las autoridades judiciales ni al ministerio fiscal y que tampoco puede investigar hechos que estén sujetos a investigación de dichas autoridades, debiendo cesar en su actuación tan pronto sea requerida para ello o tenga conocimiento por cualquier medio de la iniciación de procedimiento para determinar la relevancia penal de los hechos de que se trate. 

Entre los objetivos generales de la ley se incluye el de “monitorizar la tramitación de procedimientos administrativos concretos con objeto de verificar el cumplimiento de la normativa aplicable y las exigencias de integridad y ética públicas” (art. 5.f). A este objetivo pudiera responder la modificación del Decreto Legislativo 1/2014, de 8 de julio, que aprueba el Texto Refundido de la Ley de Urbanismo de Aragón, que incluye una nueva Disposición Adicional Decimocuarta (DF4ª).

Esta nueva D. A. prevé que los órganos competentes para la aprobación definitiva de planes generales, incluidas sus revisiones y modificaciones aisladas, así como de delimitaciones de suelo urbano y convenios urbanísticos, darán conocimiento a la Agencia de Integridad y Ética Públicas del expediente mediante el que se tramite el instrumento de que se trate en cualquier momento cuando, a criterio de los referidos órganos, incorpore contenidos que supongan relevantes variaciones en el valor de los suelos afectados y, en todo caso, en los siguientes supuestos:

a) Que suponga incrementos de suelo urbano o urbanizable en proporción superior al 10% de la superficie del suelo urbano previo a la tramitación, y esta supere la extensión de 30 hectáreas.

b) Que el incremento de suelo urbano o urbanizable represente más del 100% del suelo urbano previo a la tramitación.

c) Que el incremento de suelo urbano o urbanizable tenga una extensión superior a 100 hectáreas.

d) Que la actuación en trámite afecte a suelo no urbanizable, en cualesquiera de sus categorías, en una extensión superior a 100 hectáreas, aun sin alterar tal clasificación, siempre que se posibiliten usos lucrativos distintos a los autorizables antes de la actuación en trámite.

- Decreto Legislativo 1/2017, de 20 de junio, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el texto refundido de la ley de Montes de Aragón. (BOA núm. 124 de 30 de junio).

De este decreto legislativo interesa el artículo 33 que regula la incidencia del planeamiento urbanístico en los montes demaniales y protectores. 

Les reconoce la condición de suelo no urbanizable de protección especial a los efectos del correspondiente planeamiento urbanístico y para proceder a la modificación de la clasificación (el texto refundido habla de “calificación”) urbanística a suelo urbano o urbanizable se exige la previa y correlativa descatalogación y, en su caso, desafección o la exclusión del Registro de montes protectores.

Con carácter previo a la aprobación de los distintos instrumentos de planeamiento urbanístico, es preceptivo y vinculante informe del departamento competente en materia de medio ambiente, cualquiera que sea la titularidad del monte conforme a lo dispuesto en la presente ley.

También exigen informe preceptivo del departamento competente en materia de medio ambiente los planes y proyectos de interés general de Aragón que supongan la transformación de las condiciones de un área forestal. Aunque la norma no dicen que sean vinculantes, como en el caso anterior, prevé como condición para la aprobación definitiva que estos instrumentos compensen la superficie forestal afectada en otras áreas susceptibles de reforestación.

M) COMUNIDAD FORAL DE NAVARRRA

- Decreto Foral Legislativo 1/2017, de 26 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la ley Foral de Ordenación del Territorio y Urbanismo. (BON núm. 168, de 31 de agosto).

Este Decreto Foral Legislativo se dicta en aplicación de la D. F. Primera de la Ley Foral 5/2005, de 5 de marzo, de medidas para favorecer el urbanismo sostenible, la renovación urbana y la actividad urbanística de Navarra, que modificó la Ley Foral 35/2002, de 20 de diciembre, de Ordenación del Territorio y Urbanismo, autorizó al Gobierno de Navarra la aprobación de un texto refundido que integrara las disposiciones vigentes contenidas en la Ley Foral 35/2002, de 20 de diciembre, de Ordenación del Territorio y Urbanismo, la Ley Foral 5/2015, de 5 de marzo, de medidas para favorecer el urbanismo sostenible, la renovación urbana y la actividad urbanística de Navarra y la Ley Foral 6/2009, de 5 de junio, de medidas urgentes en materia de urbanismo y vivienda.

En consecuencia, este DF Legislativo deroga la LF 35/2002, de 20 de diciembre, de Ordenación del Territorio y Urbanismo, la disposición final segunda de la LF 4/2005, de 22 de marzo, de Intervención para la Protección Ambiental, el artículo 1 de la LF 6/2009, de 5 de junio, de medidas urgentes en materia de urbanismo y vivienda, las DD. FF. primera, segunda y tercera de la LF 10/2010, de 10 de mayo, del Derecho a la Vivienda en Navarra, la LF 16/2012, de 19 de octubre, de modificación del artículo 42 de la LF 35/2002, de 20 de diciembre, de Ordenación del Territorio y Urbanismo y la LF 5/2015, de 5 de marzo, de medidas para favorecer el urbanismo sostenible, la renovación urbana, y la accesibilidad urbanística en Navarra.

Tiene 246 artículos, 12 disposiciones adicionales y 6 transitorias. Se divide en 7 títulos del siguiente tenor:

· Título Preliminar, dedicado al ‘Objeto y finalidades de la Ley Foral’.

· Título I, dedicado a ‘Competencias de las Administraciones Públicas’, donde regula las competencias en materia de ordenación del territorio y urbanismo, la organización administrativa, las relaciones interadministrativas y los convenios urbanísticos.

· Título II, dedicado a la ‘Ordenación territorial y urbanística’, en materia de ordenación territorial regula la estrategia territorial de Navarra, los planes de ordenación territorial, los planes directores de acción territorial y los planes y proyectos sectoriales de incidencia supramunicipal Respecto del planeamiento urbanístico, regula las determinaciones de ordenación urbanística, el Plan General Municipal, el planeamiento de desarrollo, así como el procedimiento de elaboración, aprobación y los efectos de los planes urbanísticos. También incorpora una regulación de las instrucciones técnicas de planeamiento.

· Título III, dedicado al ‘Régimen urbanístico del suelo’, incluye los criterios de distinción de las distintas clases de suelo, el régimen del suelo urbano, urbanizable y no urbanizable, así como la regulación de las valoraciones y expropiaciones.

· Título IV, dedicado a la ‘Ejecución de planeamiento’, regula los presupuestos y formas de ejecución del planeamiento, las unidades de ejecución, las parcelaciones y reparcelaciones. Dentro de la ejecución mediante actuaciones sistemáticas incluye, como sistemas de actuación privada, los sistemas de compensación, reparcelación voluntaria y agente urbanizador. Dentro de los sistemas de actuación pública, se refiere los sistemas de cooperación, ejecución forzosa y expropiación. También regula el procedimiento de obtención de terrenos dotacionales.

· Título V, dedicado a la ‘Intervención administrativa en la edificación y usos del suelo y disciplina urbanística’, en materia de intervención en la edificación y usos del suelo regula las licencias urbanísticas , las órdenes de ejecución y la declaración de ruina. En el capítulo dedicado a la protección de la legalidad urbanística y restauración del orden infringido regula la inspección urbanística y la protección de la legalidad urbanística y restauración del orden infringido. También dedica un capítulo al régimen sancionador.

· Título VI, dedicado a los ‘Instrumentos de intervención en el mercado del suelo’, regula los patrimonios públicos de suelo, distinguiendo entre patrimonios municipales de suelo y el Banco Foral de Suelo Público, el derecho de superficie y los derechos de tanteo y retracto.

Las disposiciones adicionales prevén la posibilidad de que el Gobierno de Navarra actualice periódicamente de las sanciones pecuniarias, teniendo en cuenta la variación de los índices de precios al consumo, la aplicación de sobrecostes de urbanización, la creación de una red de oficinas de apoyo a las Entidades Locales, la exigencia de que los Ayuntamientos acompañen a la aprobación inicial de la revisión de su Plan General Municipal un informe o memoria que analice la adecuación de la tipología y tamaño de las viviendas protegidas previstas a la demanda existente.

También prevé que las Entidades Locales destinen justificadamente hasta un 5 % de la superficie destinada a dotaciones locales por el planeamiento, a la construcción de vivienda protegida en régimen de alquiler a través de la cesión del derecho de superficie prevista en los artículo 239 y concordantes de la LF, o a través de cualquier otra forma admitida en Derecho, siempre y cuando se asegure el mantenimiento de la citada superficie dentro del patrimonio de la Entidad Local.

Respecto de los instrumentos de ordenación del territorio o de planeamiento municipal declarados nulos por sentencia judicial, la ley permite su tramitación conforme al procedimiento vigente al tiempo de la aprobación definitiva de aquel, siempre que la nulidad obedezca a defectos formales. Todos los informes sectoriales, positivos, emitidos cuando se tramitó el proyecto que ha quedado se incorporarán automáticamente a la nueva tramitación, sin que sea necesario volver a solicitarlos o emitirlos, siempre y cuando no haya cambiado la normativa aplicable.

También incorpora un régimen transitorio en materia de licencias, patrimonios municipales de suelo e instrumentos de planeamiento.

- Decreto Foral 75/2017, de 30 de agosto, por el que se regula la composición, organización y funcionamiento del Consejo de la Vivienda de Navarra. (BON núm. 177, de 13 de septiembre).

El Consejo de la Vivienda de Navarra es el órgano colegiado consultivo y de asesoramiento del Gobierno de Navarra en materia de vivienda, adscrito al Departamento competente en materia de vivienda de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra.

Sus funciones son el seguimiento de la elaboración del Plan de Vivienda de Navarra, informar su contenido del Plan de Vivienda de Navarra con carácter previo a su aprobación por el Gobierno de Navarra, informar sin carácter vinculante los proyectos de disposiciones de carácter general, así como sus modificaciones, hacer propuestas y sugerencias sobre cualquier asunto, fomentar el diálogo permanente de los agentes implicados en el sector de la vivienda, así como impulsar la coordinación y colaboración entre las distintas administraciones públicas y los agentes sociales y económicos, proponer programas de sensibilización, velar por la transparencia en materia de información; todo ello en materia de vivienda. También le corresponde emitir cuantos informes y consultas en materia de vivienda les sean solicitados por cualquiera de las administraciones competentes en la materia.

Forman parte del Consejo, como vocales del mismo, 4 representantes del Departamento competente en materia de vivienda, un representante por la sociedad pública dependiente de la Administración de la CFN cuyo objeto social incluya la promoción y gestión de viviendas protegidas, dos representantes de las oficinas municipales o comarcales de rehabilitación de viviendas (ORVE), dos representantes de la organización empresarial del sector más representativa, una persona representante de cada una de las dos principales empresas arrendadoras de vivienda protegida de la CFN.

También participan representantes de las asociaciones de consumidores y usuarios, de las plataformas en defensa de los afectados por hipotecas, colegios profesionales, entidades financieras, organizaciones de atención a personas discapacitadas, sindicatos, asociaciones sociales, Consejo de Juventud y FNMyC.

OTRAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS:

H) MURCIA

- Ley 4/2017, de 27 de junio, de accesibilidad universal de la Región de Murcia. (BORM núm. 148, de 29 de junio).

Esta ley tiene por objeto garantizar la accesibilidad a los entornos y la utilización de los bienes, productos y servicios de la sociedad en aras de conseguir la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, a través de todos los objetos o instrumentos, herramientas y dispositivos posibles, de manera que los mismos puedan ser utilizados en condiciones de igualdad y de forma autónoma por cualquier persona.

Se aplica a las edificaciones, espacios públicos urbanizados y espacios naturales protegidos de uso público, transportes e infraestructuras, telecomunicaciones y sociedad de la información, bienes y servicios a disposición del público y relaciones con las Administraciones Públicas Regional y Local, accesibilidad de las actividades culturales, deportivas y de ocio, en formación y educación y cualquier otra competencia o ámbito que sea transferido a la Comunidad Autónoma que pueda tener impedimento para la participación de las personas con discapacidad.

En lo que afecta al contenido de este informe, las condiciones de accesibilidad fijadas en la ley son exigibles a las actuaciones que lleve a cabo cualquier entidad pública o privada, así como por personas físicas en edificios de uso residencial vivienda, y edificios y establecimientos de otros usos, independientemente de su titularidad y régimen de protección, así como en actuaciones en materia de urbanización y adecuación de espacios públicos.

Los instrumentos de planeamiento urbanístico garantizarán la accesibilidad y utilización con carácter general de los espacios públicos, debiendo observarse las determinaciones de esta ley previo a la aprobación de los mismos.

Los principios generales inspiradores de esta ley son los de accesibilidad universal, diseño para todos, igualdad de oportunidades, igualdad de trato, vida independiente, diálogo civil, normalización y transversalidad en las políticas de discapacidad. A ellos hay que añadir los principios de usabilidad, inclusión social, participación, responsabilidad pública, integralidad y extensividad, eficiencia y eficacia, sensibilización e imaginación y creatividad.

Además de incluir medidas contra la discriminación, de acción positiva y de fomento, crea el Observatorio de la Accesibilidad en la Región de Murcia, como instrumento técnico autonómico competente para recopilar, sistematizar, actualizar, generar y colaborar a la difusión de la información relacionada con el ámbito de la accesibilidad en la Región de Murcia. También incorpora la ley un Fondo para la Promoción de la Accesibilidad, que está destinado a subvencionar actuaciones y medidas cuyo objeto sea garantizar el cumplimiento de las disposiciones establecidas en esta ley, así como inversiones en I+D+I (investigación, desarrollo e innovación) en materia de accesibilidad.

El cumplimiento de la ley, en todos sus ámbitos de aplicación, es exigible en la aprobación de los proyectos de urbanización y su ejecución, en la concesión de las preceptivas licencias y autorizaciones municipales y en las actividades sujetas al régimen de comunicación previa, considerándose nulas de pleno derecho las concesiones de licencias y autorizaciones municipales, sin tener en cuenta esta normativa.

La ley también prohibe la expedición del visado colegial de los proyectos u otros documentos técnicos necesarios para la obtención de licencias, si los proyectos infringen la ley. El Libro del Edificio contendrá un apartado en el que se especifiquen los aspectos que han de contemplarse para asegurar la accesibilidad y su mantenimiento.

Asimismo, en orden al control de las condiciones de accesibilidad, en la documentación a aportar para la aprobación de los proyectos de urbanización y su ejecución, para la concesión de las preceptivas licencias y autorizaciones municipales y para las actividades sujetas al régimen de comunicación previa, el autor determinará de manera clara y detallada el cumplimiento de los preceptos de la ley, con descripción de las soluciones adoptadas.

En concreto, el Título III de la Ley regula la accesibilidad a edificaciones, espacios públicos urbanizados y espacios naturales.

Con carácter general, los edificios, los espacios públicos urbanizados y los espacios naturales deben permitir el uso a todas las personas en condiciones de seguridad y comodidad y de forma autónoma y normalizada. La accesibilidad a edificios y espacios públicos urbanizados se garantizará mediante el cumplimiento de los requisitos establecidos en la presente ley, en la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación, y en el resto de normativa aplicable.

En lo que a las condiciones de accesibilidad en la edificación se refiere, los edificios y establecimientos de nueva construcción de uso público tanto de titularidad pública como de titularidad privada y los de uso privado diferente del residencial vivienda que se dispongan reglamentariamente, así como las zonas comunes de los edificios de uso residencial vivienda, se proyectarán, construirán y mantendrán de modo que se garantice un uso no discriminatorio, independiente y seguro de estos, conforme a los principios rectores de la presente ley y a su normativa de desarrollo, con el fin de hacer efectiva la igualdad de oportunidades y la accesibilidad universal.

Los edificios, establecimientos y zonas existentes deberán adecuarse a las condiciones de accesibilidad establecidas, en los plazos que marque la normativa de desarrollo de la presente ley, siempre que sean susceptibles de ajustes razonables, mediante las modificaciones y adaptaciones que sean necesarias y adecuadas y que no impongan una carga desproporcionada. Cuando se realicen actuaciones de ampliación, reforma o cambio de uso, estas condiciones serán de aplicación tanto en los espacios o elementos a intervenir como a cualquier otro espacio o elemento necesario para garantizar un uso no discriminatorio, independiente y seguro de aquellos. Si no fuera posible garantizar alguna de las condiciones de accesibilidad establecidas reglamentariamente, se aplicarán justificadamente soluciones alternativas que garanticen el mayor grado de cumplimiento de estas condiciones, sin que puedan menoscabar las condiciones de accesibilidad preexistentes.

En las intervenciones en edificios protegidos se aplicarán las adaptaciones precisas para garantizar la accesibilidad, sin perjuicio de la necesaria preservación de los valores objeto de protección, sin que se eximan del cumplimiento de la normativa de desarrollo de la presente ley. Cuando no sea posible garantizar alguna de las condiciones de accesibilidad establecidas reglamentariamente, se aplicarán justificadamente soluciones alternativas que garanticen el mayor grado de cumplimiento de estas condiciones.

Los planes de autoprotección y los planes de emergencia y evacuación de edificios, establecimientos e instalaciones de uso o concurrencia pública incluirán las determinaciones oportunas para garantizar su adecuación a las necesidades de las personas con movilidad reducida o cualquier otra discapacidad.

La normativa de desarrollo establecerá los supuestos en los que será exigible disponer de ascensor accesible, así como las condiciones técnicas y jurídicas para garantizar la instalación del mismo. En el caso de edificios de uso “residencial vivienda”, el ascensor comunicarán la planta de entrada accesible al edificio con las plantas que no sean de ocupación nula y con las que tengan zonas comunitarias, tales como trasteros o tendederos.

Las viviendas de nueva construcción o procedentes de una gran rehabilitación se diseñarán con un grado de flexibilidad que permita su adecuación a diversos modos de vida de modo que permitirá a un eventual usuario de silla de ruedas acceder y utilizar de forma autónoma al menos desde el acceso a la vivienda a la zona de estar, dormitorio, a la cocina y a un área de higiene personal, trasteros, aparcamientos y zonas de uso comunitario, de la forma que reglamentariamente se establezca. En las viviendas unifamiliares deberá garantizarse el cumplimiento de la accesibilidad universal de la forma que reglamentariamente se establezca.

Las condiciones de accesibilidad en los espacios públicos urbanizados y los espacios públicos naturales son similares a las ya mencionadas para la accesibilidad de la edificación, distinguiendo según se trate de espacios de nueva creación, ya existentes o catalogados. 

Además, las actuaciones en materia de accesibilidad, que reglamentariamente se determinen en espacios públicos naturales con valores ambientales, culturales, históricos, arqueológicos, científicos o paisajísticos, objeto de protección por la legislación aplicable, quedarán sujetas a la preservación de dichos valores, de forma que se combine el respeto al medio ambiente con el derecho de todas las personas a disfrutar de la naturaleza. 

La ley también incluye medidas de acción positiva en la edificación, espacios públicos urbanizados y espacios públicos naturales, tales como:

a) dotación del equipamiento y los necesarios elementos de mobiliario accesibles, así como de los medios humanos de apoyo, según se establezca reglamentariamente.

b) reserva espacios para usuarios de silla de ruedas, para usuarios de otros productos de apoyo a la movilidad, así como plazas de uso preferente para personas con discapacidad sensorial, y sus acompañantes, en edificios y establecimientos que dispongan de locales de espectáculos, salas de conferencias o reuniones, aulas y otros análogos. 

c) reserva de plazas de uso preferente en los espacios públicos, tanto urbanizados como naturales, destinados a la realización de actividades que requieran la presencia de espectadores. 

d) disposición de viviendas accesibles para usuarios de silla de ruedas, así como viviendas accesibles para personas con otro tipo de discapacidad en las promociones de viviendas de nueva construcción.

e) reserva por los promotores privados de viviendas de protección oﬁcial de un porcentaje no inferior al previsto en la normativa estatal a personas con discapacidad, a excepción de las viviendas para uso propio promovidas por cooperativas o comunidades de propietarios.

K) CASTILLA-LA MANCHA

- Decreto 41/2017, de 4 de julio, de medidas para facilitar el acceso a viviendas sujetas a algún tipo de protección pública. (DOCLM núm. 131, de 7 de julio).

Este decreto tiene por objeto facilitar la adquisición, en primera transmisión, de viviendas de protección pública, existentes en Castilla-La Mancha que estén vacantes por falta de comprador, una vez agotados los procedimientos de adjudicación establecidos en la legislación vigente en materia de vivienda protegida.

Es aplicable a las viviendas de protección pública de nueva construcción o procedentes de rehabilitación existentes en Castilla-La Mancha, independientemente del Plan de Vivienda al amparo del cual se hubieran construido o rehabilitado, hayan obtenido, o no, financiación pública, en las que concurran dos circunstancias:

a) Que hayan quedado sin adjudicar o vacantes tras haberse sometido a un procedimiento administrativo de selección de adquirentes o adjudicatarios. 

b) Que se encuentren situadas en un ámbito territorial específico en el que pueda acreditarse con datos objetivos y de manera fehaciente, que existen suficientes viviendas procedentes de la promoción libre, de similares características, tamaño y precio, terminadas en los últimos dos años, y sin vender. 

Excepcionalmente, durante el plazo de un año desde la entrada en vigor de este decreto, se podrá acceder a la propiedad, en primera transmisión, de las viviendas con protección pública de nueva construcción o procedentes de rehabilitación, de acuerdo con el régimen jurídico que le sea de aplicación y siempre que concurran una serie de condiciones que regula el decreto.

También faculta excepcionalmente la descalificación de viviendas protegidas bajo la denominación de algún tipo de protección exclusivamente autonómico, durante el plazo de un año desde la entrada en vigor del decreto, siempre que no estén construidas en reservas de suelo para la construcción de viviendas con algún tipo de protección pública, hayan transcurrido al menos seis meses desde su calificación o declaración definitiva, y que el procedimiento de selección o adjudicación haya resultado desierto como mínimo en un 60% del total de las viviendas. 

El decreto también prevé que la Junta de Comunidades o las empresas del sector público regional cedan, mediante convenio y por tiempo limitado, la disponibilidad del uso de las viviendas de su titularidad con protección pública calificadas para venta al amparo del V Plan Regional de Vivienda y Rehabilitación de Castilla-La Mancha 2009-2012, que hubieran resultado vacantes una vez concluido el procedimiento de adjudicación que legalmente les hubiera correspondido, a Administraciones, organismos públicos y entidades sin ánimo de lucro, con el objeto de atender las especiales necesidades de vivienda de personas mayores de 65 años, víctimas de violencia de género, personas afectadas por situaciones catastróficas, personas dependientes, con discapacidad oficialmente reconocida o con enfermedad grave y sus respectivas familias u otros colectivos en situación de riesgo o exclusión social.

El decreto modifica, a su vez, el Decreto 3/2004, de 20 de enero, de régimen jurídico de las viviendas con protección pública, en cuatro aspectos: 

a) extiende el régimen de protección pública a viviendas que no nacieron bajo el mismo, pero que se han incorporado al patrimonio de la administración regional, en concreto al patrimonio gestionado por la Consejería de Fomento, incrementando con ello el parque público de viviendas con la finalidad de destinarlas a favor de colectivos especialmente vulnerables; 

b) establece la posibilidad de aportación de una vivienda sujeta a protección pública al patrimonio protegido de una persona con algún tipo de discapacidad, adaptando así el régimen jurídico de la vivienda protegida al propio de la Ley 41/2003, de 18 de noviembre, de protección patrimonial de las personas con discapacidad; 

c) reconoce situaciones que puedan afectar a viviendas protegidas, tales como las de disolución del vínculo matrimonial, ruptura de parejas de hecho y aportaciones de este tipo de viviendas a la sociedad conyugal, no tienen la consideración de transmisión patrimonial a los efectos de la normativa de viviendas sujetas a algún tipo de protección pública.

d) regula dos procedimientos que implican el cambio de régimen de las viviendas calificadas de promoción pública, pasando de venta a alquiler, así como la posibilidad de ejercer el derecho de opción de compra a favor de inquilinos que lleven más de 5 años en alquiler.

- Ley 3/2017, de 1 de septiembre, en materia de gestión y organización de la Administración y otras medidas administrativas. (DOCLM núm. 173, de 6 de septiembre).

Esta ley regula varios paquetes de medidas en materia de procedimiento administrativo, reorganización del sector público regional, ordenación del turismo, servicios sociales, empleo público y, también, en materia de ordenación del territorio y de la actividad urbanística.

El art. 8 de la ley modifica el Texto Refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística, aprobado por el Decreto Legislativo 1/2010, de 18 de mayo, con la finalidad de adaptar la normativa urbanística autonómica a las previsiones del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, “… el objetivo de favorecer la intervención en la ciudad consolidada a través de actuaciones de rehabilitación urbana, todo ello en pos de un modelo más sostenible para nuestros municipios”, como dice la exposición de motivos. 

A) La ley flexibiliza la regulación del suelo urbano en aspectos tales como los relativos a los parámetros de edificabilidad residencial o la introducción de nuevas formas de cumplimiento del deber de cesión de suelo dotacional, contribuyendo así a otorgar mayor viabilidad a este tipo de actuaciones. A este respecto:

1. Mejora la regulación de la figura del aprovechamiento preexistente con el objetivo de lograr la más ágil tramitación de los instrumentos de planeamiento general de nuestros municipios. A este respecto, dentro de las clases de aprovechamiento urbanístico (objetivo o real, privativo o susceptible de apropiación, tipo y preexistente) añade el concepto aprovechamiento objetivo preexistente, entendiendo por tal “la edificabilidad y el uso establecidos por el planeamiento general municipal vigente sobre una parcela o solar en el momento de la redacción de una nueva ordenación. En aquellos municipios que no cuenten con planeamiento general, se estará a la edificabilidad lícitamente realizada”.

A tal efecto, modifica la definición de suelo urbano no consolidado previsto en la letra b) del punto 3.A) del artículo 45, considerando como tal a aquellos terrenos a los que el planeamiento les atribuya un aprovechamiento objetivo superior al preexistente, sea por cambio del uso a uno de mayor rentabilidad, sea por incremento de la edificabilidad. Se estará al asignado por el nuevo planeamiento siempre que existan las dotaciones correspondientes a dicho aprovechamiento; en caso contrario se estará al preexistente lícitamente realizado. 

2. Modifica los estándares mínimos de calidad urbana de preceptiva observancia por los planes. En concreto, si bien mantiene que en suelo urbano la edificabilidad no podrá superar 10.000 m2 de edificación residencial por hectárea, matiza la regulación anterior respecto del suelo urbano en el que ya se haya alcanzado o superado el límite máximo porque dispone que “… en general no se podrá aumentar la edificabilidad residencial respecto de las previsiones del planeamiento anterior y deberá procurarse que disminuya o, a lo sumo, se mantenga en su intensidad, el grado de consolidación característico del último medio siglo”. A ello añade que “puntual y excepcionalmente” pueda aumentarse la edificabilidad residencial respecto de las previsiones del planeamiento anterior para actuaciones de regeneración urbana o de dotación, cuya viabilidad técnica y/o económica así lo justifiquen, sin que en ningún caso se pueda superar el límite máximo del 50 % sobre la prevista en el planeamiento anterior.

En todo caso, cuando el planeamiento prevea un incremento de la edificabilidad sobre las previsiones del planeamiento anterior, obliga a reservar los suelos dotacionales suficientes para alcanzar los estándares previstos en la norma respecto del incremento propuesto.

3. Modifica el régimen urbanístico del suelo urbano no consolidado en los municipios que cuenten con PGOU, introduciendo nuevas formas de cumplimiento del deber de cesión de suelos dotacionales.

Añade a la regulación anterior que cuando exista imposibilidad física de materializar las cesiones de suelo dotacional público previstas en la ley en solares o parcelas urbanizados del ámbito correspondiente, el deber de cesión podrá sustituirse, motivadamente y siempre que se asegure la identidad en su valoración, por la entrega a la Administración de una superficie edificada equivalente dentro de un complejo urbanístico ubicado en el ámbito, que se calificará como bien dotacional público y se describirá en el instrumento correspondiente como edificabilidad no lucrativa.

Si tampoco pudiera materializarse de esa forma, excepcional y motivadamente, previo informe favorable de la Comisión Regional de Ordenación del Territorio y Urbanismo, podrá sustituirse por la entrega de su equivalente económico, que se integrará en el correspondiente PPS con destino a la obtención y ejecución de suelo para dotaciones o bien a la mejora de infraestructuras urbanas.

Añade, igualmente, que cuando en las cesiones de suelo con aprovechamiento lucrativo no pueda cumplirse su destino para vivienda sujeta a algún tipo de protección pública, podrán ser sustituidas por el abono en dinero a la Administración actuante de su valor, cuyo importe ingresará en el PPS.

Al igual que hacía la regulación anterior, en el suelo urbano consolidado y en el no consolidado porque el planeamiento le atribuya un aprovechamiento objetivo superior al preexistente, no procede la delimitación de áreas de reparto, constituyendo cada solar el ámbito espacial de atribución del aprovechamiento.

B) Introduce en suelo urbano el recurso de los complejos inmobiliarios urbanísticos.

C) Aprovecha para modificar el artículo 36.2 A) del TR, como consecuencia de la STC de 16 de febrero de 2017, que estimó una cuestión de inconstitucionalidad y declaró inconstitucional y nulo este artículo, por cuanto reconocía que no era preceptivo reiterar el trámite de información pública en caso de introducción de modificaciones sustanciales en el Plan, surgidas de las alegaciones formuladas en la información pública o de los informes emitidos por otras Administraciones Públicas, en cuyo caso bastaba la publicación y notificación a los interesados personados en las actuaciones.

La nueva redacción impone el sometimiento a nueva información pública, en todo caso, cuando se produzcan modificaciones sustanciales respecto al documento sometido a información pública y también cuando, tras la información pública, se incorporen al Plan nuevas determinaciones que no vengan derivadas de las alegaciones formuladas ni de los informes emitidos por otras Administraciones u organismos.

L) CANARIAS

- Ley 4/2017, de 13 de julio, de Suelo y de los Espacios Naturales Protegidos de Canarias. (BOC núm. 138, de 19 de julio. Corrección de errores BOC núm. 223, de 20 de noviembre).).

La ley tiene 408 artículos, divididos en once títulos, 21 disposiciones adicionales, 24 disposiciones transitorias, una derogatoria y once disposiciones finales, además de un anexo sobre al evaluación ambiental de proyectos. A saber:

· Título preliminar.

· Título I. Régimen jurídico del suelo.

· Título II. Utilización del suelo rústico.

· Título III. Ordenación del suelo.

· Título IV. Ordenación de los espacios naturales protegidos y de la Red Natura 2000.

· Título V. Actuaciones de nueva urbanización en ejecución del planeamiento.

· Título VI. Actuaciones sobre el medio urbano.

· Título VII. Expropiación forzosa.

· Título VIII. Intervención administrativa en garantía de la legalidad ambiental, territorial y urbanística.

· Título IX. Protección de la legalidad ambiental, territorial y urbanística.

· Título X. Régimen sancionador.

El preámbulo de la ley reconoce que las normas ambientales, territoriales y urbanísticas vigentes han contribuido de manera decisiva a la protección y a la ordenación del suelo, del territorio y del paisaje de las islas, como normas de choque que cumplieron con eficacia los objetivos de preservación y de contención del crecimiento urbanístico, contribuyendo a conformar una conciencia de protección ambiental con amplia aceptación social. 

Pero, sin perjuicio de este reconocimiento, considera que también dificultan un desarrollo racional y sostenible del territorio, porque se trata de un marco normativo incompleto de gran complejidad, excesiva formalidad y contradicciones. Reconoce que las contradicciones e insuficiencias legales son manifestación del “conflicto de intereses que se proyecta sobre el suelo y el territorio; conflictos de valores (y desarrollo económico, conservación de recursos naturales), de dimensión espacial de la ordenación (archipiélago, isla, comarca, municipio), de intereses patrimoniales diferenciados (propietarios y propietarias, promotores y promotoras, vecinos y vecinas), de regulaciones contrapuestas (titulares de suelos ambientales y titulares de suelos urbanizables, municipios verdes frente a municipios urbanos y turísticos), de sentido de la ordenación (plan para la ciudadanía, plan con la ciudadanía), y, entre otros, de poderes públicos, de quién gobierna el territorio (Estado, comunidad autónoma, isla, municipio)”. Así que ordenar el suelo es una tarea harto compleja porque lo es el conjunto de intereses que confluyen sobre el mismo. Es obligado reconocer que la tarea de componer todos esos intereses no es, en ningún caso, sencillo. 

Para solucionar estos inconvenientes sustenta la regulación del suelo en tres criterios fundamentales: la simplificación, racionalización y actualización de las reglas aplicables para la protección, ordenación y utilización del territorio, con el único límite de que no supongan una regresión de las decisiones territoriales básicas. Por esa razón, define la reforma legislativa como completa y proyectada “sobre la regulación de la propiedad urbana, la ordenación por planes, los modos de ejecución, las técnicas de intervención pública sobre los usos del suelo y la disciplina territorial y urbanística”, donde no basta la refundición de las leyes vigentes, sino que es necesaria una integración de las mismas, con el objeto de dictar una ley única, con eficacia directa. 

En orden a los principios rectores en que se funda esta ley, la exposición de motivos reconoce el principio de desarrollo sostenible como pilar fundamental, cuya finalidad no es otra que facilitar la actividad económica y social en los suelos aptos para ser desarrollados o recuperados, y, simultáneamente, mantener la protección y conservación de los espacios y los suelos más valiosos de las islas, ya sea por sus valores naturales, ya sea porque aseguran la sostenibilidad de aquel desarrollo, respetando otros valores como la protección del paisaje, la movilidad sostenible, la eficiencia energética y la igualdad de género

En materia de régimen jurídico del suelo, mantiene la triple clasificación del suelo (rústico, urbanizable y urbano), atribuyendo al suelo rústico el carácter residual. Respecto del suelo urbanizable, su impone el criterio de la legislación estatal de clasificación excepcional limitada a aquellos terrenos que son imprescindibles para satisfacer necesidades actuales, por lo que se favorece la desclasificación justificada cuando permanezcan sin desarrollar, al tiempo que suprime la distinción urbanizable sectorizado y urbanizable no sectorizado, porque todo suelo urbanizable deberá estar sectorizado en la medida en que sólo lo será el que resulte necesario para atender necesidades precisas. 

El suelo urbano se distingue en dos categoría: consolidado y no consolidado.

En esta materia del régimen jurídico del suelo se hace especial hincapié en la utilización del suelo rústico (a las que dedica el Título II). La exposición de motivos manifiesta que “de un suelo considerado residual se ha pasado a un suelo básico para un desarrollo sostenible que requiere una ordenación legal sistemática y rigurosa, que permita su protección y, en su caso, utilización racional”. Convierte en categoría diferenciada el suelo rústico de infraestructuras, compatible con cualquier otra; la conservación de los suelos forestales e hidráulicos se reconduce también a los suelos ambientales; y el suelo rústico de protección territorial pasa a convertirse en suelo rústico común, que opera como reserva de suelo en lugar de los suelos urbanizables no sectorizados. 

También regula la ley  la delimitación de los asentamientos en suelo rústico (como el fin de remover uno de los obstáculos en la elaboración y aprobación del planeamiento general) y la potenciación del aprovechamiento de los suelos de protección económica (básicamente, agrarios) con el fin de promover el sector primario en las islas. Sobre este particular, la ley redefine los usos ordinarios o propios de esta clase de suelos: agrario, ganadero, de pastoreo, piscícola, silvícola-forestal, cinegético y cualquier otro equivalente, precisando su contenido y concretando las facultades que comportan; acomoda las normas de aplicación directa en suelo rústico a las necesidades propias de la actividad e industria agropecuaria; relaciona, sin carácter limitativo, los usos complementarios admisibles. 

Otro cambio en cuanto a la regulación del suelo rústico afecta a los instrumentos o técnicas de intervención administrativa sobre las construcciones, las instalaciones y los usos que en él se realicen, distinguiendo entre usos ordinarios (sometidos a licencia municipal o comunicación previa) y de interés público y social (exigen previa declaración del interés público y social, que corresponde al cabildo insular). Introduce el concepto de usos complementarios, con la pretensión de generar rentas adicionales a la actividad de los profesionales del sector agrario, incluyendo en ellos el uso turístico-alojativo, con límites.

Respecto a la ordenación del suelo, la ley da continuidad a las piezas básicas del sistema de planeamiento diseñado por la legislación anterior: Directrices de ámbito y competencia autonómica, planes insulares de ordenación y planes generales de ordenación, además de los instrumentos de desarrollo correspondientes. Mantiene las normas técnicas de elaboración de los planes pero elimina las instrucciones técnicas, de carácter indicativo, y los proyectos de actuación territorial de gran trascendencia. 

Por el contrario, para dar una respuesta ágil a nuevas situaciones y demandas sobrevenidas, no previstas e incluso contrarias al correspondiente instrumento de planeamiento, la ley prevé determinados instrumentos, con fuerza para desplazar las determinaciones de los planes: los proyectos de interés insular o autonómico, las ordenanzas provisionales insulares y municipales y los programas de actuación en medio urbano, también tramitados y aprobados como ordenanzas, tal y como permite la citada normativa estatal.

La ley introduce el principio de contención en materia de planeamiento, esto es, la regla de que cada plan desarrolle las determinaciones que le corresponden de acuerdo con la ley, sin ir más allá de lo estrictamente necesario; declarando nulo de pleno derecho todo aquello en lo que exceda. Ello obliga a delimitar con más precisión el contenido de cada uno de los instrumentos de ordenación fundamentales y el modo de completarlo y desarrollarlo.

En cuanto a la elaboración y la aprobación de los instrumentos de ordenación, la ley:

· diseña un procedimiento de elaboración en paralelo con el procedimiento de evaluación ambiental estratégica preceptivo, siguiendo la Ley estatal de evaluación ambiental de 2013. 

· sustituye el procedimiento bifásico de aprobación (aprobación provisional) por uno de una sola fase. 

· invierte la regla de que la norma general es la revisión, salvo excepciones que pueden ser tramitadas como modificación, para pasar a ser la modificación del planeamiento la regla (plena o parcial y menor).

· la revisión se limita a cuatro supuestos concretos: la reconsideración del modelo territorial, el incremento residencial superior al 25% respecto de los dos años anteriores, la creación de nuevos sistemas generales y la reclasificación de suelos rústicos.

La ley reitera la regulación hasta ahora vigente de la ordenación de los espacios naturales protegidos, con pocos cambios significativos.

En orden a la ejecución del planeamiento, a la regulación previa la ley introduce ajustes con el fin de simplificar trámites, reducir cargas y clarificar las reglas. Básicamente, todos los instrumentos de equidistribución se reconducen al proyecto de reparcelación. Como novedades destacables;

· el contenido de la iniciativa en la ejecución sistemática,

· las nuevas garantías que se introducen a favor de las personas afectadas por una expropiación por imperativo legal, y 

· la regulación de las actuaciones sobre el medio urbano.

La intervención administrativa sobre usos del suelo tiene las modalidades siguientes, a cada una de las cuales establece su respectivo régimen jurídico: 

a) supuestos sujetos a licencia municipal (como las obras de nueva planta); 

b) casos sujetos a comunicación previa, con o sin proyecto de obra en función de la normativa técnica aplicable (como las obras de reforma o rehabilitación sin incremento de volumen, altura o edificabilidad); 

c) actuaciones exentas de intervención administrativa (como la reparación de muros en suelos agrícolas); 

d) actuaciones exentas de licencia por estar sujetas a títulos administrativos equivalentes, siempre y cuando haya habido intervención municipal en su otorgamiento (caso de los proyectos de urbanización y los proyectos de interés insular o autonómico); y 

e) los supuestos de actos de la Administración pública.

En materia de restablecimiento de la legalidad urbanística y régimen sancionador, la ley acomoda sus presupuestos, garantías y trámites a los criterios de las nuevas leyes de procedimiento administrativo común y régimen jurídico del sector público, separando el ejercicio de la potestad de restablecimiento y de la potestad sancionadora. El procedimiento del restablecimiento de la legalidad se incoa y tramita hasta la declaración final, y, sólo una vez concluido, se diferencia entre la posibilidad de legalización de las obras y su no legalización, sin que la solicitud de legalización interrumpa las actuaciones y determine la prescripción de la infracción correspondiente.

En cuanto a los plazos, la norma mantiene el plazo de cuatro años para las actuaciones sujetas a licencia urbanística, reduciendo a dos años el plazo para aquellas que queden sujetas a comunicación previa y fija en diez años el plazo máximo del que dispone la Administración para hacer efectiva una orden de restablecimiento (demolición). Por ello, la ley legitima el uso consolidado de aquello que no pueda demolerse por el vencimiento del plazo y, aun cuando solo se admiten obras de conservación, también admite aquellas que deban realizarse para cumplir obligaciones impuestas por la legislación sectorial de las que dependa el mantenimiento de la actividad, nunca la ampliación de su capacidad.

En el régimen sancionador, la ley actualiza el cuadro de infracciones y sanciones, incorporando criterios asentados en la jurisprudencia. 

Esta ley aprovecha para modificar otras leyes, tales como, la Ley 4/1999, de 15 de marzo, de Patrimonio histórico de Canarias, en lo referente a la autorización de obras; la Ley 6/2009, de 6 de mayo, de medidas urgentes en materia de ordenación territorial para la dinamización sectorial y la ordenación del turismo, en cuanto a la regularización y registro de explotaciones ganaderas; etc…

O) ISLAS BALEARES

- Ley 6/2017, de 31 de julio, de modificación de la Ley 8/2012, del turismo de las Illes Balears, relativa a la comercialización de estancias turísticas en viviendas. (BOIB núm. 93, de 31 de julio).

La exposición de motivos de la ley justifica la modificación de la Ley 8/2012, de turismo de las Islas Baleares, en la necesidad de “hacer encajar también en las posibilidades de comercialización de estancias turísticas las viviendas residenciales sometidas al régimen de propiedad horizontal −o edificios plurifamiliares−, más allá de los conocidos como edificios pareados sobre parcela común, que ya estaban permitidos”.

Aunque el contenido de la modificación afecta exclusivamente a la Ley del turismo, la D. A. tercera incluye una serie de incentivos para mejorar los establecimientos turísticos, que no es aplicable a los establecimientos que se acojan al régimen de los establecimientos dados de baja definitiva (art. 90 de la Ley 8/2012):

1º. Las solicitudes de modernización de los establecimientos turísticos legalmente existentes de alojamiento, turístico-residenciales, de restauración, entretenimiento, recreo, deportivo, cultural o lúdico, que se presenten en el plazo de 3 años desde la entrada en vigor de la ley y tengan por objeto la mejora de los servicios y las instalaciones, así calificadas por la administración turística competente, mediante un informe previo preceptivo para poder obtener la licencia municipal de obras, quedarán excepcionalmente excluidos del cumplimiento de los parámetros de planeamiento territorial, urbanísticos y turísticos que impidieran su ejecución. 

Durante este plazo queda sin efecto lo previsto en el artículo 68 de la Ley 2/2014, de 25 de marzo, de ordenación y uso del suelo, que regula los efectos del planeamiento urbanístico sobre las construcciones y los usos preexistentes, excepto los catalogados o declarados expresamente fuera de ordenación.

Sólo será aplicable esta disposición si la solicitud de modernización y el proyecto tienen entidad y relevancia suficiente para reducir la estacionalidad, la investigación o consolidación de nuevos segmentos de mercado o la mejora de los servicios turísticos complementarios. 

No pueden suponer s aumento de consumo de agua potable ni energético de origen no renovable, y debe mejorar alguno o diversos de los siguientes aspectos del establecimiento: la calidad, la sostenibilidad medioambiental, la seguridad o la accesibilidad. 

El proyecto podrá contemplar la reordenación o reubicación de los volúmenes existentes, el aprovechamiento del subsuelo para usos habitables excepto el de alojamiento, y la redistribución del número de plazas autorizadas. En ningún caso podrá implicar un aumento del número de plazas.

2º. La modernización prevista puede llevarse a cabo aunque suponga un incremento de las superficies edificadas y de ocupación, respectivamente, que no podrán exceder en un 10% de las legalmente construidas o actualmente permitidas si fuesen mayores, ni suponer menoscabo de los servicios y las instalaciones ya implantados en el establecimiento.

3º. Las obras de modernización pueden consistir en ampliaciones, reformas, y demoliciones y reconstrucciones parciales en los edificios que integren el establecimiento turístico siempre que:

a) no ocupen la separación de linderos mínima exigida actualmente, ni supongan un aumento de altura máxima existente o permitida, por cada uno de los edificios, excepto en lo estrictamente necesario para la instalación de equipamientos de ascensores, escaleras, todo tipo de instalaciones (climatización, telecomunicaciones, eficiencia energética, etc.) y homogeneización y ordenación de elementos en cubiertas.

b) las edificaciones resultantes se destinen obligatoriamente y queden vinculadas al uso turístico, vinculación que será objeto de inscripción en el RP.

c) se presente autoevaluación acreditativa de que el establecimiento resultante mantendrá la categoría existente o una superior.

4º. Como contrapartida, el propietario o titular del establecimiento debe abonar a la administración municipal competente el 5% del valor del presupuesto de ejecución material en el momento de la solicitud, de la parte modificada resultante que exceda de la legalmente construida, cantidad que debe destinarse a la mejora de la zona o ámbito turístico y su entorno.

5º. Los establecimientos turísticos que hayan ejecutado obras de acuerdo con lo que establece esta disposición quedan legalmente incorporados al planeamiento municipal como edificios adecuados, y su calificación urbanística se corresponderá con la volumetría específica y su uso turístico.

6º. Las ampliaciones permitidas por esta disposición no serán aplicables una vez agotados los límites de superficie edificada y ocupación que menciona, ni a los establecimientos que ya hubiesen llevado a cabo ampliaciones por aplicación del artículo 17 del Decreto Ley 1/2009, de 30 de enero, de medidas urgentes para el impulso de la inversión en las Illes Balears, del artículo 17 de la Ley 4/2010, de 16 de junio, de medidas urgentes para el impulso de la inversión en las Illes Balears, o de la disposición adicional cuarta de la Ley 8/2012, de 19 de julio, del turismo de las Illes Balears, cuando hayan supuesto un agotamiento del límite fijado en el punto 2 de esta disposición.

7º. En el ámbito del Plan de Reconversión de la Playa de Palma, el incremento de edificabilidad previsto se aplicará sobre la edificabilidad permitida por el PRI y la disposición solo es aplicable por los establecimientos de alojamiento turístico situados en parcelas con calificación de zona turística (T) y/o zona turística hotelera (Th).

8º. La D. A. 3º permite que los proyectos pueden obtener la licencia municipal de edificación y uso del suelo con carácter previo al permiso de instalación, siempre que, según la normativa territorial y urbanística, el uso turístico resulte admitido en la parcela.

- Ley 8/2017, de 3 de agosto, de accesibilidad universal de las Illes Balears. (BOIB núm. 96, de 5 de agosto).

La ley pretende garantizar la igualdad de oportunidades, la no discriminación y la accesibilidad universal para permitir la autonomía personal de todas las personas y, particularmente, de las personas con discapacidad, a fin de que puedan interactuar de manera plena y efectiva respecto del acceso y la utilización de los espacios de uso público, de las edificaciones, de los transportes, de los productos, de los servicios, de la información y de las comunicaciones.

Vincula a cualquier persona física o jurídica, pública o privada, que realice alguna de las actuaciones sujetas a la misma en materia de accesibilidad para garantizar la igualdad de oportunidades, la no discriminación y la accesibilidad universal en los espacios de uso público, de las edificaciones, de los transportes, de los productos, de los servicios, de la información y de las comunicaciones en el ámbito territorial de las Illes Balears.

La ley remite a desarrollo reglamentario las condiciones de accesibilidad que deben reunir los espacios de uso público, las edificaciones, los transportes, los productos, los servicios, la información y las comunicaciones, así como los criterios que determinen los ajustes razonables exigibles en función de las circunstancias concurrentes.

La ley regula la distribución de competencias en la materia entre la administración de la comunidad autónoma, los ayuntamientos y por los consejos insulares. En concreto, a los municipios atribuye las competencias de :

a) Aplicar la normativa de accesibilidad de acuerdo con la normativa urbanística y la de régimen local, sin perjuicio de las normas específicas establecidas en la legislación sectorial correspondiente.

b) Incluir en los instrumentos de planeamiento las determinaciones de carácter detallado sobre las medidas pertinentes para garantizar la accesibilidad universal, teniendo en cuenta esta ley y su desarrollo reglamentario.

c) Establecer y coordinar la adaptación de los medios y los servicios de transporte públicos.

d) Elaborar el plan municipal de accesibilidad y sus correspondientes revisiones, así como los planes de actuación y gestión referidos a ámbitos concretos que tengan afectaciones en materia de accesibilidad.

e) Controlar el cumplimiento de lo establecido en esta ley, así como llevar a cabo la función inspectora y la potestad sancionadora, en el ámbito de sus competencias.

Respecto de la accesibilidad en los espacios urbanos de uso público, el art. 7 de la ley prevé que la planificación y urbanización de los espacios urbanos de uso público se efectúe de manera que sean accesibles, en los términos y las condiciones básicos de accesibilidad establecidos reglamentariamente. A tal efecto, el planeamiento general y derivado y los instrumentos de ejecución urbanística garantizarán la accesibilidad universal de los espacios urbanos de uso público, de acuerdo con los criterios básicos fijados en esta ley y según las condiciones básicas establecidas reglamentariamente. Los espacios urbanos de uso público existentes se adaptarán progresivamente para asegurar la accesibilidad universal. 

También prevé la accesibilidad en los espacios naturales donde se desarrollen actividades destinadas al uso público, mediante itinerarios y servicios accesibles, en los casos y de la forma que sea técnicamente posible, de modo que se combine el respeto al medio ambiente con el derecho de todas las personas a disfrutar de la naturaleza, en las condiciones básicas de accesibilidad establecidas reglamentariamente. En esta materia se incluyen los elementos de urbanización y mobiliario urbano a instalar en el sistema vial y espacios de uso público.

Con el objetivo de garantizar la inclusión y el ejercicio de sus derechos a las personas con discapacidad, la ley prevé la reserva de un porcentaje de plazas no inferior al que se establezca reglamentariamente en todos los actos públicos de tipo cultural, deportivo y de ocio.

Por lo que se refiere a la accesibilidad en las edificaciones de nueva construcción, la ley distingue según sea de uso público o uso privado, de titularidad pública o privada, y de uso de vivienda (plurifamiliar o unifamiliar) o distinto de vivienda. Exige que las edificaciones de nueva construcción sean accesibles y dispongan de itinerarios accesibles que comuniquen los diferentes espacios de uso público o privado y con la vía pública, en las condiciones de accesibilidad establecidas reglamentariamente.

También deben cumplir estas condiciones de accesibilidad las edificaciones existentes que se sometan a actuaciones de rehabilitación integral o de ampliación o reforma que afecten a un 50 %, o más, de la superficie inicial, o que sean objeto de cambio de uso o de actividad, y, a tal efecto, realizarán las obras necesarias para su adecuación a las condiciones de accesibilidad que se determinen reglamentariamente para cada supuesto, en función del uso, la superficie y la intervención.

Son obligatorias y no requieren acuerdo previo de la junta de propietarios, tanto si implican modificaciones del título de constitución o de los estatutos como si no las implican, y sean obligadas por parte de las administraciones públicas o solicitadas a instancia de los propietarios: 

· las obras y actuaciones que sean necesarias para el adecuado mantenimiento y cumplimiento del deber de conservación del inmueble y de los servicios y de las instalaciones comunes, incluyendo, en cualquier caso, las necesarias para satisfacer los requisitos básicos de accesibilidad universal, y 

· las necesarias para garantizar los ajustes razonables en materia de accesibilidad universal y, en cualquier caso, las requeridas a instancia de los propietarios de la vivienda o local donde vivan, trabajen o presten servicios personas con discapacidad o personas mayores de setenta años, con el objeto de asegurar un uso adecuado a sus necesidades de los elementos comunes, así como instalar rampas, ascensores u otros dispositivos mecánicos y electrónicos que favorezcan la orientación o su comunicación con el exterior, siempre que el importe repercutido anualmente, una vez descontadas las subvenciones o ayudas públicas, no supere doce mensualidades ordinarias de gastos comunes. 

En el caso de edificios catalogados por su valor histórico-artístico que no pudieran cumplir las condiciones de accesibilidad establecidas, se adoptarán las soluciones alternativas que permitan alcanzar las mejores condiciones de accesibilidad posibles, sin incumplir la normativa específica reguladora de estos bienes.

La ley también prevé una reserva mínima del 7% de viviendas para personas con discapacidad en las programaciones anuales de viviendas de protección oficial de promoción pública; porcentaje que se reducirá al 4% para las viviendas de protección oficial de promoción privada. 

- Decreto 39/2017, de 4 de agosto, de ordenación de las viviendas de precio tasado, correspondientes a las reservas estratégicas de suelo seleccionadas por el Acuerdo del Consejo de Gobierno de 6 de marzo de 2009, y en desarrollo del apartado 4 del artículo 1 de la Ley 5/2008, de 16 de mayo, de actuaciones urgentes destinadas a la obtención de suelo para viviendas de protección pública. (BOIB núm. 96, de 5 de agosto).

Este decreto tiene por objeto la regulación y las fórmulas de control de las viviendas de precio tasado, correspondientes a las reservas estratégicas de suelo seleccionadas según el Acuerdo del Consejo de Gobierno de 6 de marzo de 2009, para conseguir suelo urbanizado destinado a la construcción de viviendas sometidas a un régimen de protección pública o de precio tasado, en virtud de la convocatoria pública de oferta de terrenos para la creación de las reservas estratégicas de suelo, que fue aprobada mediante el Acuerdo del Consejo de Gobierno de 18 de julio de 2008 (BOIB n.º 102, de 22 de julio).

Las viviendas de precio tasado tienen a todos los efectos la consideración de viviendas libres, y sus calidades de acabado se corresponderán con las del resto de viviendas libres del sector de reserva estratégica en que se ubiquen.

No puede tener una superficie útil superior a los 90 m2. 

Podrán adquirir una vivienda de precio tasado las personas físicas, mayores de edad o emancipadas, que no sean titulares de pleno dominio o de un derecho real de uso o de disfrute sobre alguna otra vivienda libre o sujeta a cualquier régimen de protección.

Constituyen el domicilio habitual y permanente de las personas titulares, y no pueden mantenerlas vacías, ni destinarlas a segunda residencia o a cualquier otro uso no residencial. 

No pueden transmitirse entre vivos ni ceder su uso por ningún título durante el plazo de 20 años desde la fecha de la escritura de compraventa o, en su caso, de la escritura correspondiente a los contratos de adhesión o contratos de adjudicación de vivienda en régimen de cooperativa o similar, salvo motivos excepcionales debidamente justificados, entendiéndose por tales el traslado por motivos profesionales, laborales, académicos, de salud o cuestiones familiares, fuera de la isla de residencia habitual; la falta de adecuación de la vivienda a la composición de la unidad familiar o a las necesidades sobrevenidas por movilidad reducida permanente; las víctimas de violencia de género o terrorismo y cualesquiera otras circunstancias sobrevenidas que lo justifiquen, haciéndose constar en nota marginal en el RP.

Los contratos de compraventa de viviendas de precio tasado y de sus anexos o, en su caso, los contratos de adhesión o contratos de adjudicación de vivienda en régimen de cooperativa o similar, y las escrituras públicas subsiguientes contendrán, como mínimo, las cláusulas obligatorias siguientes: superficie construida de cada vivienda, aparcamiento o trastero, con la especificación de su vinculación, en su caso; el precio máximo de venta de la vivienda, aparcamiento o trastero, de forma separada; los compromisos de destinar la vivienda a domicilio habitual y permanente de la persona adquirente, el de no mantenerla vacía ni destinarla a segunda residencia o a cualquier otro uso no residencial y el de no transmitir la vivienda entre vivos ni ceder su uso por ningún título durante el plazo de 20 años.

- Decreto-Ley 3/2017, de 4 de agosto, de modificación de la Ley 8/2012, de 19 de julio, de turismo de las Illes Balears, y de medidas para afrontar la emergencia den materia de vivienda en las Illes Balears. (BOIB núm. 97, de 8 de agosto).

El art. 3 del Decreto ley regula la declaración de emergencia en materia de vivienda, facultando al Consejo de Gobierno para acordar la declaración de emergencia en materia de vivienda de un distrito, municipio o isla, si se verifican objetivamente graves dificultades de la ciudadanía en el acceso a la vivienda, que pueden identificarse mediante alguno de los indicadores siguientes, cuyas condiciones objetivas se establecerán reglamentariamente:

a) La relación entre el número de personas inscritas como demandantes de vivienda pública de alquiler y el total de viviendas públicas en régimen de alquiler del ámbito definido.

b) La relación entre los porcentajes de evolución de precios de alquiler o compraventa de vivienda durante dos trimestres consecutivos y el porcentaje de variación del salario medio durante el mismo periodo.

c) La proporción entre el número de viviendas comercializadas turísticamente y el total de viviendas de este tipo construidas en el ámbito de la declaración.

d) La relación entre el porcentaje de crecimiento de las licencias turísticas y el porcentaje de variación de viviendas visadas durante un periodo equivalente.

e) El multiplicador del IPREM que puede suponer el alquiler mensual por metro cuadrado o el precio de compra por metro cuadrado en el ámbito de definición, siempre que se disponga de datos suficientes en este sentido.

f) Cualquier otro que acredite de forma objetiva y suficiente la existencia de problemas de acceso a la vivienda para la población residente.

En la tramitación del procedimiento de declaración de emergencia en materia de vivienda la consejería competente debe acreditar que se tienen los requisitos y las condiciones establecidos legal y reglamentariamente.

Junto con la declaración de emergencia en materia de vivienda, el Consejo de Gobierno de las Illes Balears tiene que aprobar un plan de actuación que incluya las medidas concretas para hacer frente a esta problemática y que permita dar una respuesta adecuada a la ciudadanía, así como la duración mínima de la declaración y la periodicidad de los procesos de seguimiento necesarios para comprobar la efectividad de las medidas que se hayan adoptado. También establecerá las medidas extraordinarias relativas a ayudas económicas específicas para facilitar el acceso a la vivienda, la suspensión de nuevas comercializaciones de estancias turísticas en viviendas residenciales en tipologías de edificios plurifamiliares, y cualesquiera otras que se consideren oportunas para dar una respuesta proporcionada a la situación detectada.

P) MADRID

- Ley 9/2017, de 3 de julio, por la que se establece el mecanismo de naturaleza no tributaria compensatorio de la repercusión obligatoria del impuesto sobre Bienes Inmuebles a los arrendatarios de viviendas de la Agencia de Vivienda Social de la Comunidad de Madrid y se adoptan medidas en materia de vivienda protegida. (BOCM núm. 171, de 20 de julio).

El objeto de esta ley es múltiple y aquí interesan aquellos referidos a las medidas en materia de vivienda protegida. En concreto, tiene por objeto la supresión de la tipología de vivienda protegida para arrendamiento con opción a compra, la regulación del desarrollo de políticas de vivienda con protección pública a través de la Agencia de Vivienda Social y el establecimiento de garantías legales para los arrendatarios de vivienda protegida.

Así las cosas, el acceso a la vivienda con protección pública será únicamente en propiedad o en arrendamiento y el desarrollo de políticas de vivienda con protección pública a través de la Agencia de Vivienda Social se efectuará, principalmente, con la construcción y promoción de viviendas con la utilización de los suelos disponibles por parte de la Comunidad de Madrid, sin perjuicio de la adquisición de viviendas o bloques completos de viviendas en el mercado privado para su destino a vivienda protegida, a efectos del desarrollo y ejecución de políticas de integración o realojo.

Se facilita a los promotores la transmisión a terceros de viviendas con protección pública para arrendamiento, siempre que sea por promociones completas. 

Si se trata de promociones mixtas, la totalidad de las viviendas con protección pública podrán ser enajenadas para arrendamiento o arrendamiento con derecho de opción de compra que integran la promoción. Esta enajenación sólo podrá efectuarse con libertad en el establecimiento del precio, en cualquier momento del período de vinculación a dicho régimen de uso, previa autorización de la Consejería competente en materia de vivienda, a un nuevo titular o titulares, con derecho de adquisición preferente para personas jurídicas de reconocida dedicación a la gestión de vivienda protegida con fines sociales, pudiendo retener, si así lo acuerdan, la gestión de las promociones, con la obligación por parte del nuevo o los nuevos titulares, de atenerse a las condiciones, plazos y rentas máximas establecidos, subrogándose en sus derechos y obligaciones.

En estos casos de enajenación, el adquirente o nuevo titular está obligado a respetar las condiciones, plazos y rentas máximas establecidas en el contrato, subrogándose en todos los derechos y obligaciones. En cualquier caso, dichas enajenaciones no podrán ir en perjuicio de terceros.

De este régimen se exceptúa la vivienda con protección pública cuya titularidad corresponda a la Comunidad de Madrid, que no podrá ser objeto de transmisión a terceros distintos de los inquilinos o sus causahabientes.

Q) CASTILLA Y LEÓN

- Ley 2/2017, de 4 de julio, de medidas tributarias y administrativas. (BOCyL núm. 128, de 6 de julio).

En lo que al contenido del presente informe se refiere, esta ley modifica las leyes de urbanismo y de espectáculos públicos de la C. A. de Castilla y León. En concreto, respecto a la modificación de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, se incorpora una nueva disposición adicional undécima relativa a la conservación de la urbanización en el ámbito de los parques tecnológicos, que dispone que “en el ámbito de los parques tecnológicos promovidos por la entidad institucional con competencias en materia de suelo industrial, el convenio citado en el apartado 4.b) del artículo 68 bis podrá ser suscrito, en representación de los propietarios, por la entidad promotora. El convenio podrá tener la duración máxima que permita la legislación aplicable y, en el mismo, se establecerá la modalidad en la que se repercutirán a los propietarios los gastos de conservación y mantenimiento de la urbanización, no siendo exigible la constitución de una entidad de conservación”. Este art. 68 bis.4.b) prevé la posibilidad de que el Ayuntamiento pueda suscribir un convenio urbanístico con los propietarios de bienes inmuebles incluidos en un ámbito determinado, con objeto de que colaboren en la conservación y mantenimiento de la urbanización de dicho ámbito.

Por lo que se refiere a la modificación de la Ley 7/2006, de 2 de octubre, de espectáculos públicos y actividades recreativas de la Comunidad de Castilla y León, además de modificar las definiciones de organizador de espectáculos públicos y actividades recreativas y de titular de un establecimiento público o instalación previstas, para incluir en tales conceptos a las entidades sin personalidad jurídica, los cambios básicamente suponen una adaptación a la Ley de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en materia de medidas provisionales y medidas cautelares. Se añade como infracción grave “el incumplimiento de la obligación de prevenir la comisión de infracciones administrativas por quienes se hallen sujetos a una relación de dependencia o vinculación con los titulares de los establecimientos o los organizadores de los espectáculos”. También se modifica el cómputo del plazo de prescripción.

También modifica el régimen sancionador de la Ley 10/2008, de 9 de diciembre, de Carreteras de Castilla y León.

- Ley 6/2017, de 20 de octubre, de medidas de reducción de cargas administrativas para la dinamización empresarial.(BOCyL núm. 205, de 25 de octubre).

En cumplimiento del Programa de simplificación administrativa, incorporado en el Acuerdo 21/2016, de 28 de abril, esta ley propone la revisión de diversos procesos de creación e instalación de empresas con mayor impacto en Castilla y León y su simplificación, con los objetivos de favorecer la implantación de empresas en la CA, reducir los costes administrativos y los plazos asociados a su puesta en funcionamiento, facilitar la racionalización y eficiencia de la propia Administración Autonómica y mejorar la coordinación interadministrativa para la puesta en marcha de empresas en Castilla y León.

Reduce el régimen de intervención de la Administración, potenciando la sustitución de las autorizaciones por la presentación de declaraciones responsables y de comunicaciones, disminuyendo la documentación a aportar y acortando los plazos necesarios para cada trámite y, para ello, modifica, entre otras, la Ley 7/2006, de 2 de octubre, de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas de la Comunidad de Castilla y León.

Se simplifica el acceso a la actividad de servicios de restauración. Al mismo tiempo la Ley 7/2006 se adapta a la normativa en materia de protección del medio ambiente dando cabida a las comunicaciones ambientales y modifica los procedimientos relativos a ampliaciones, reducciones y horarios especiales, así como el de las condiciones particulares de admisión, para sustituir la exigencia de autorización administrativa por la presentación de una declaración responsable y comunicación, respectivamente.

Finalmente, se producen ajustes en el régimen sancionador.

II. NOVEDADES JURISPRUDENCIALES. 

El TC no ha dictado sentencias de importancia en materia de urbanismo y ordenación del territorio. Me refiere a la que anula un artículo de la Ley de colegios profesionales de Castilla-La Mancha por su afección a los profesionales al servicio de las administraciones públicas, incluidos arquitectos, ingenieros, etc… y la que anula determinados artículos de la Ley de evaluación ambiental de Baleares, en cuanto se refiere a los planes urbanísticos.

Del Tribunal Supremo he incluido temas variados, tales como el alcance y efecto de los textos refundidosel respeto de la legislación sectorial en la ordenación del territorio, en concreto la legislación de aguas, la necesidad de justificar en la memoria del planeamiento los cambios en los usos previstos inicialmente,  temas que considero de gran ayuda práctica, como por ejemplo la abstención del Alcalde en asuntos en los que tenga interés personal, cuestiones de uso y propiedad horizontal, responsabilidad patrimonial por negar determinado aprovechamiento por la aparición de restos arqueológicos, etc. y la vinculación singular del planeamiento en la catalogación de edificios.

Respecto de la jurisprudencia de los TSJ incluyo temas como el derecho a la obtención de licencia para la implantación de gasolinera si el centro comercial tiene licencia urbanística, la sobre recepción de las obras de urbanización.

Por último, incluyo una sentencia del Juzgado de lo Contencioso Administrativo nº 2 de Zaragoza sobre los efectos del silencio administrativo en la obtención de licencias de inicio de actividad.

1.- TRIBUNAL CONSTITUCIONAL.

- Sentencia 69/2017, de 25 de mayo, que resuelve la cuestión de inconstitucionalidad planteada por el TSJ de Castilla-La Mancha respecto al segundo inciso del art. 8 de la Ley 10/1999 , de 26 de mayo, de creación de colegios profesionales de Castilla-La Mancha.  (BOE núm. 156, de 1 de julio).

La cuestión de inconstitucionalidad se limita al inciso “ni para la realización de actividades propias de la correspondiente profesión por cuenta de aquéllas, cuando el destinatario inmediato de las mismas sea exclusivamente la Administración” del art. 8
 de la ley castellano manchega que regula la creación de colegios profesionales en esa comunidad autónoma.

Aunque no guarde una relación directa con la materia urbanística, he incluido esta sentencia en este informe porque pone de manifiesto la problemática acerca de la colegiación de los funcionarios públicos, y, más en concreto, en el ámbito que nos ocupa, de arquitectos, ingenieros, aparejadores, etc…

La STC, en el fundamento jurídico 3, recuerda que los colegios profesionales son “corporaciones sectoriales de base privada, esto es, corporaciones públicas por su composición y organización, que, sin embargo, realizan una actividad que en gran parte es privada, aunque tengan atribuidas por la ley o delegadas algunas funciones públicas”, constitucionalmente reconocidas. 

El TC ha reconocido la condición de Administraciones públicas de las distintas corporaciones representativas de intereses económicos y profesionales, al tiempo que también ha reconocido que la extensión de las bases estatales al regular estas corporaciones es menor que en lo referido a las Administraciones públicas en sentido estricto. Reconoce como un rasgo básico de la ordenación de los colegios profesionales el régimen voluntario u obligatorio de la colegiación para el ejercicio de cada actividad titulada, perfectamente compatible con la exigencia democrática que la CE impone en el art. 36. 

Reitera el TC la doctrina que ha plasmado al examinar en varias ocasiones tanto la constitucionalidad de la Ley 2/1974 de colegios profesionales como diversos textos autonómicos en los que se han introducido excepciones aplicables a los empleados públicos. Hace mención de las sentencias dictadas a propósito de las leyes andaluza (STC 63/2013), extremeña (SSTC 46/2013 y 144/2013), asturiana (STC 50/2013), canaria (STC 123/2013), catalana (STC 201/2013), vasca (STC 150/2014) y castellano-leonesa (STC 229/2015). De estas sentencias se destacan los siguientes criterios jurídicos:

1. En materia de colegios profesionales el Estado tiene competencia para establecer los principios y reglas básicas de su organización y funcionamiento, en cuanto que son Administraciones públicas (ex art. 149.1.18ª), si bien con una extensión menor, dada la dimensión privada de defensa de intereses de sus miembros.

2. Cuando el Estado sujeta a colegiación obligatoria el ejercicio de una concreta profesión, está estableciendo una condición básica que garantiza la igualdad en el ejercicio de los derechos y deberes constitucionales en todo el territorio del Estado.

3. Las CC. AA. tienen competencia para el desarrollo legislativo y ejecución, que pueden ejercer en tanto no colisionen con las bases estatales.

4. La legislación básica estatal en la materia no es otra que la Ley 2/1974, que es el parámetro de constitucionalidad mediata de la legislación autonómica.

5. Las bases estatales en materia de colegiación se extienden al ámbito de las posibles excepciones al régimen de colegiación obligatoria “pues siendo competentes el Estado para establecer la colegiación obligatoria (con arreglo a los arts. 149.1.18ª y 30ª CE, en relación con el art. 149.1.1ªCE), lo es también para establecer las excepciones que afectan a los empleados públicos a la vista de los concretos intereses generales que puedan verse afectados” (SSTC 3/2013, de 17 de enero, FJ 8; 150/2014, de 22 de septiembre, FJ 3, y 229/2015, de 2 de noviembre, FJ 7)”

Atendiendo a esta doctrina, el inciso cuestionado, en tanto que exime de la colegiación obligatoria a los empleados públicos de las Administraciones públicas de Castilla-La Mancha que realicen actividades propias de la correspondiente profesión en aquellos supuestos en los que el destinatario inmediato de las mismas sea exclusivamente la Administración, se declara  inconstitucional y nulo porque vulnera las competencias estatales.

- Sentencia 109/2017, de 21 de septiembre, que resuelve el recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el Presidente del Gobierno respecto a diversos preceptos de la Ley del Parlamento de las Illes Balears 12/2016, de 17 de agosto, de evaluación ambiental de las Illes Balears. (BOE núm. 247, de 13 de octubre).

El recurso de inconstitucional se interpone contra los artículos 9.4, 26.2 y 33.1.a) de la Ley balear 12/2016, de 17 de agosto, de evaluación ambiental de las Islas Baleares, en tanto que, a juicio de la Abogacía del Estado, vulneran el art. 149.1.23ª CE, que habilita al Estado para dictar la legislación básica de protección del medio ambiente, sin perjuicio de las medidas adicionales de protección que puedan establecer las CC. AA. Competencia en la que se funda la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.

La STC, en un primer momento, recuerda los criterios de orden material sistematizados en la STC 532/2017, de 11 de mayo, que resuelve el recurso de inconstitucionalidad planteado por el Consejo Ejecutivo de la Generalitat de Cataluña contra la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, que son:

1. El deber estatal de dejar un margen al desarrollo de la legislación básica por la normativa autonómica.

2. Lo básico en esta materia tiene una función de ordenación mediante mínimos.

3. El alcance de la ‘afectación transversal’ que las directrices básicas medioambientales pueden tener, no ya sobre las normas de desarrollo legislativo y la ejecución en la propia materia de medio ambiente, sino sobre las competencias sectoriales de las CC. AA. con las que se entrecruzan y que están directamente implicadas.

4. La necesidad de que el Estado fije unas normas que impongan un encuadre de una política global en materia de medio ambiente, dado su alcance internacional.

Reitera el TC que para que una norma sea declarada inconstitucional es necesaria la concurrencia de dos circunstancias: que la norma estatal infringida por la ley autonómica sea formal y materialmente una norma básica, que la contradicción entre ambas normas no pueda salvarse por medio de la interpretación y que, en este caso, la normativa básica tiene por objeto fijar el nivel de protección ambiental mínimo.

Entrando al examen de los preceptos recurridos, el art. 9.4
 de la ley autonómica define las actuaciones que “no tienen efectos significativos en el medio ambiente”. El Abogado del Estado considera que al excluir categorías completas de planes, programas y proyectos de los procedimientos de evaluación ambiental, supone una rebaja del nivel de protección previsto en la normativa básica incluida en los arts. 8 y 6 de la Ley 21/2013. El TC reconoce que estos artículos (que regulan la evaluación ambiental estratégica y la exclusión de EAE) son formalmente básicos y también lo son desde una perspectiva material porque fijan una norma mínima de protección ambiental. Por esta razón, el TC considera que el art. 9.4 vulnera la delimitación constitucional de competencias, porque al excluir de evaluación ambiental determinados planes y sus modificaciones está reduciendo los niveles mínimos de protección establecidos por la legislación básica, con la consecuente vulneración de la competencia estatal en materia de medio ambiente.

El hecho de que la norma autonómica pretenda ampararse en un concreto artículo de la Directiva 2001/42/CE, el TC no lo reputa relevante desde la perspectiva competencial y manifiesta que “la adecuación o no a la Directiva en cuestión por la norma autonómica no es lo que se ventila aquí, y tampoco esa pretensión de fundar la norma autonómica en lo previsto en la Directiva permite hacer abstracción de las competencias que la Constitución y los Estatutos de Autonomía atribuyen al Estado o a las Comunidades Autónomas. Esto es, el contenido de la Directiva, si bien obliga a trasponerla en el orden interno, no impide al Estado fijar normas medioambientales que establezcan un estándar de protección, en principio, más elevado, ya que el orden de distribución de competencias obedece exclusivamente a las pautas del Derecho interno. Estándar que, conceptuado como materialmente básico conforme a la delimitación de competencias que ya se ha expuesto, debe ser respetado por las Comunidades Autónomas cuando ejercen su competencia para fijar normas adicionales de protección medioambiental. Por otro lado, frente a lo que afirma el letrado autonómico”.

La inconstitucionalidad del art. 26.2
 de la Ley balear 12/2016 se funda en la competencia estatal para establecer las bases del procedimiento administrativo común (ex art. 149.1.18ª). La consulta a la que se refiere este artículo es la prevista en el art. 3.3 de la Ley estatal de evaluación ambiental y desarrollada a lo largo del articulado de la Ley 21/2013, de tal manera que la participación en la evaluación de impacto ambiental de la C.A. queda garantizada. 

El TC entiende que este mecanismo de consulta es básico, desde el punto de vista material, tanto en lo relativo a su necesidad como en cuanto a los efectos que sobre el procedimiento administrativo tenga su falta. Añade el TC que “no plantea problema competencial alguno que la regulación autonómica aluda a la necesidad de que la C. A. participe en los procedimientos de evaluación ambiental referidos a los planes, proyectos y obras de competencia de la Administración general del Estado que tengan lugar en el territorio de las Illes Balears. Pero no está competencialmente habilitada para determinar las consecuencias que, sobre dichos planes, proyectos y obras, tiene la eventual omisión de la solicitud estatal del informe autonómico preceptivo”. Reconoce que se está alterado el ejercicio de competencias propias de cada Administración, puesto que el legislador autonómico no está regulando materias de su competencia, porque no le corresponde fijar, ni siquiera en un caso concreto, la validez de los actos de la Administración del Estado.

Así, el TC determina la inconstitucionalidad del art. 26.2 de la ley autonómica “sin perjuicio de las consecuencias que, en cada caso concreto, deriven de la omisión del preceptivo trámite de consulta, en relación con lo dispuesto en el art. 47 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de procedimiento administrativo común de las Administraciones Públicas”.

Respecto del art. 33.1.a)
 de la ley autonómica, el TC también lo declara inconstitucional por cuanto contradice lo previsto en el art. 9.1, párrafo segundo de la Ley estatal 21/2013, que no sólo es formalmente básico sino también desde el punto de vista material, porque impone una consecuencia (la falta de validez), que se vincula directamente a la omisión de la preceptiva evaluación ambiental, y, sin embargo, la normativa autonómica permite la subsanación de la falta de evaluación medioambiental o la contravención de sus condiciones mediante la repetición del procedimiento; posibilidad que no contempla la legislación básica y que no supone quena protección medioambiental adicional, sino todo lo contrario, porque rebaja el umbral de protección de la norma estatal. 

Así las cosas, el TC manifiesta que “la norma autonómica, al regular esta posibilidad, no responde al objeto de mejorar la calidad de la evaluación ambiental conforme a las especificidades de sus propias políticas, pues, además, esta subsanación se condiciona a que “sea compatible con la ordenación vigente” y, en consecuencia, rebasa el límite competencial asignado por el art. 149.1.23ª CE.

2.- TRIBUNAL SUPREMO

- Sentencia 854/2017, de 16 de mayo, de la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo que estima el recurso de casación interpuesto contra la sentencia del TSJ del Principado de Asturias, que inadmitió el recurso contencioso administrativo contra la aprobación definitiva del Texto Refundido del Plan General y Catálogo urbanístico de Carreño, que analiza el alcance y efectos jurídicos de los textos refundidos. (LA LEY 48486/2017)

El acuerdo impugnado fue el acuerdo autonómico de aprobación definitiva del Texto Refundido del PGOU. En el recurso contencioso administrativo el Ayuntamiento invocó causa de inadmisibilidad porque la clasificación de la finca como suelo urbanizable industrial no había sufrido variación alguna con la aprobación del Texto Refundido por lo que, en ese aspecto, el PGOU que se refundía era firme y consentido, entendiendo que no se puede utilizar la aprobación de un posterior TR para reabrir y evitar que aquél plan del que trae causa despliegue sus efectos.

La sentencia del TS analiza la aplicación de la doctrina del acto consentido prevista en el art. 28 LJCA y reconoce que no es de exacta aplicación en materia de planeamiento puesto que no nos encontramos ante actos administrativos sino de disposiciones de carácter general. Añade que “(…) En el caso de los textos refundidos, hay que tener presente que la norma aprobada reemplaza y ocupa el lugar de las normas que viene a sustituir, que quedan derogadas por virtud de la refundición y desprovistas de sus efectos típicos”, para exponer a continuación la doctrina de la Sala acerca de las razones contrarias a la aplicación de la doctrina del acto consentido:

1. Se trata de una disposición general que sustituye a otra anterior, aunque en alguna de sus determinaciones la reproduzca, innova el ordenamiento jurídico una vez que, debidamente publicada, entra en vigor y comienza a producir sus efectos. A partir de ese momento sustituye a la anterior, tanto en los aspectos novedosos como en aquellas de sus determinaciones que ya se contenían en la redacción anterior. Constituye una nueva norma que incorporando las novedades que justifican la reforma, por lo que todo su contenido resulta impugnable.

2. Lo contrario supondría una injustificada restricción del derecho a la tutela judicial efectiva, que proclama el artículo 24.1 CE, y de la jurisdicción de los tribunales para controlar la potestad reglamentaria.

El TS, invocando doctrina de la Sala, reconoce que los textos refundidos no se limitan a la mera formulación de un texto único, pueden incluir la regularización, aclaración y armonización de los textos que han de ser refundidos, (artículo 82.5 CE). Aunque los documentos que se incorporen a ellos permanezcan inalterados, adquieren o pueden llegar a adquirir un nuevo sentido de resultas de su integración en un texto normativo nuevo y distinto, conforme a las reglas propias de la interpretación sistemática. La protección de la seguridad jurídica exige el acceso a la tutela judicial en estos casos. “Atentaría contra la lógica jurídica más elemental que pudieran impugnarse sin trabas los textos normativos anteriores objeto de refundición (tanto en vía directa como indirecta); y, asimismo, que pudiera cuestionarse en sede judicial sin problemas el texto refundido con motivo de los actos dictados en su aplicación (por vía del recurso indirecto); y que, en cambio, no procediera su enjuiciamiento por la vía del recurso directo, como apunta el recurso de casación en el supuesto de autos”; concluyendo que el art. 28 LJCA circunscribe a los "actos" el ámbito de aplicación de la doctrina del acto consentido, y no la extienda por consiguiente a las disposiciones de carácter general”.

Con esta argumentación declara haber lugar al recurso de casación, casa y anula la sentencia de instancia, pero, en cuanto al fondo del asunto, declara la pérdida sobrevenida del objeto por cuanto una sentencia anterior anuló el Plan General de Ordenación Urbana.

- Sentencia 1034/2017, de 13 de junio, de la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo que desestima el recurso de casación interpuesto contra la sentencia del TSJ de Cataluña que estimó el recurso contencioso administrativo contra la aprobación definitiva de un Plan Parcial y anuló un artículo de las normas urbanísticas del Plan de Ordenación Urbanística de Salou y que niega la consideración de sistema generas urbanístico al Barranco de Barenys, calificándolo como obra hidráulica. (LA LEY 64526/2017)

El RCA estimó sustancialmente la demanda y declaró la nulidad parcial de un artículo de las normas urbanísticas del Plan de Ordenación Urbana Municipal, en lo que a un sector de planeamiento se refiere y declaró nulo el Plan Parcial de desarrollo de ese sector, por la complicada y preexistente situación de los terrenos en el ámbito del Barranco de Barneys, que ha ido mermando la salida natural del agua al mar, con la construcción del Paseo Marítimo, la línea de ferrocarril y el desarrollo de la urbanización. Entre las obras incluidas en los instrumentos de planeamiento estaba previsto el desvío y canalización del sistema hidrográfico plurimunicipal del referido barranco.

La sentencia de instancia reconoce que la ordenación prevista sólo logra una limitada atenuación del desbordamiento del barranco con sus inundaciones, llegando a calificar la ordenación como irracional, arbitraria y desafortunada pues no da una solución adecuada al sistema general.

Igualmente, la sentencia del TSJ distingue entre obra hidráulica y urbanística y reconoce que lo vinculado al sector de suelo urbanizable no tiene la consideración de “sistema general en sentido estricto de naturaleza intrínsecamente urbanística que por su objeto y finalidad debe gestionarse con las técnicas urbanísticas, tampoco en obras de conexión a un sistema general o de refuerzo de ese sistema, sino ante un Sistema Hidrográfico que al ordenamiento urbanístico le es obligado contemplarlo como tal a la luz de lo establecido en la legislación sectorial en esa materia”, razón por la cual debe estarse a su correspondiente régimen de adquisición de terrenos y a su cobertura económica para la realización de dichas infraestructuras. 

Resulta de interés el fundamento jurídico cuarto el TS por cuanto examina la modificación en 2008 del artículo 9.2 del Reglamento del Dominio Público Hidráulico (en la redacción anterior a la modificación de 2016), cuya legalidad fue confirmada por la STS de 19 de mayo de 2010. La modificación introdujo la posibilidad de ampliar la zona de policía, para incluir la zona de flujo preferente, con el fin de atajar la denominada “gestión del riesgo” que el agua implica y que se concreta en el riesgo que supone, de una parte, las presas, embalses y balsas, y de otra, las inundaciones fluviales, derivadas de la alteración de la pluviometría. Reconoce que la gestión del riesgo del agua exigía una reforma del RDPH.

El relato de esta sentencia de 2010 pone de manifiesto la normativa europea al respecto, su transposición al derecho español y la necesidad de que el RDPH fuera posteriormente modificado para incluir las definiciones de cauce, la regulación de las zonas que lo protegen, la zona de  servidumbre y la zona de policía y la regulación de las zonas inundables, circunstancias todas estas que se regularán posteriormente en la modificación que del RDPH se produjo en diciembre de 2016. Todo ello motivado por la necesidad de proceder a “(…) la gestión del riesgo, uno de los aspectos fundamentales que debe abordar un país moderno, es el hilo común de esta modificación del Reglamento del Dominio Público Hidráulico, aprobado por el Real Decreto 846/2016, de 11 de abril, que persigue como objetivo la protección de las personas y los bienes, y del medio ambiente, a través de la modificación de la normativa sobre inundaciones y de la introducción de un nuevo título relativo a la seguridad de presas, embalses y balsas. (…). El enfoque tradicional para abordar este riesgo, consistente en plantear soluciones estructurales (construcción de presas, encauzamientos, motas de defensa, y otros), se ha revelado insuficiente, por lo que resulta necesario profundizar en las medidas de gestión del riesgo como instrumento fundamental para mejorar la protección de la población”.

La normativa europea reconoce al dominio público hidráulico funciones ambientales, de protección de los ecosistemas fluviales, de prevención de inundaciones y de prestación de otros servicios ambientales, que hasta la fecha no habían sido incorporadas de manera clara y expresa en el RDPH.

En definitiva, la sentencia concluye, a tenor de las pruebas periciales, que nos encontramos ante una zona inundable y su delimitación tuvo que ser tenida en cuenta por el planificador autonómico y municipal de conformidad con el art. 14 (y no el 9.2) del RDPH.

Posteriormente, el TS, como ya calificara el TSJ, concluye que el desplazamiento y la canalización del barranco no tendrían la consideración de sistema general en sentido estricto de naturaleza intrínsecamente urbanística, y, en consecuencia, no pesaría sobre los propietarios el deber legal de su costeamiento así como el de las infraestructuras de conexión con las redes generales de servicios, cuando dice que “Obvio es que la especiales características de las obras que se consideran en el planeamiento municipal, directa e indirectamente impugnado, así como el carácter plurimunicipal del Barranco, justifican la decisión de la sentencia por cuanto las características de la actuación -sin perjuicio de su obligada calificación urbanística-, impiden toda posibilidad de decisión municipal afectante al superior sistema hidrológico, resultando, física y jurídicamente, inviable la desconexión de la concreta "actuación municipal", consistente en el desplazamiento y canalización del Barranco de Barenys, a su paso por Salou, de todo el sistema hidráulico del que forma parte, cuyas determinaciones han de imponerse al ámbito del planeamiento municipal”. 

Reconoce que no ha lugar al recurso de casación interpuesto por el Ayuntamiento y la Comunidad Autónoma y mantiene la nulidad de los instrumentos de planeamiento.

- Sentencia 1101/2017, de 21 de junio, de la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo que desestimó el recurso de casación interpuesto contra la sentencia del TSJ de Madrid, que declaró la nulidad parcial del Plan Especial para la ordenación pormenorizada de la Ciudad aeroportuaria y Parque Valdebebas, por considerar que no estaba suficientemente justificado el cambio de uso terciario a uso residencial en una zona de servidumbres aeronáuticas. (LA LEY 1/2018)

El recurso contencioso administrativo fue interpuesto por la Asociación para la Promoción del Urbanismo Responsable contra la aprobación definitiva de un plan especial que modificó la ordenación pormenorizada de la ciudad aeroportuaria y el parque Valdebebas. 

El TSJ de Madrid estimó parcialmente el recurso fundado en la utilización indebida del Plan Especial y ausencia de justificación y coherencia en la modificación aprobada con el planeamiento general, porque la finalidad de la modificación es la alteración de la calificación de tres parcelas para convertirlas en residenciales y, sin embargo, en la revisión del PGOU su anterior uso, terciario, se establecía como barrera frente a la infraestructura aeroportuaria señalándose el uso residencial junto a las zonas del Parque Forestal, tal y como queda expuesto en el fundamento séptimo, que transcribe la sentencia del TS. 

Reconoce el TS que la estimación se recurso contencioso en primera instancia se fundó en tres razones,

a) la ausencia de compensación dotacional, en proporción al aumento del número de nuevas viviendas, derivada del cambio de destino de las entidades lucrativas afectadas. 

b) Los Planes Especiales puedan "modificar o mejorar la ordenación pormenorizada previamente establecida por cualquier otra figura de planeamiento urbanístico", pero previa la correspondiente justificación; debiendo justificar suficientemente su coherencia con la ordenación estructurante. 

c) La actuación de aumentar la capacidad del ámbito en términos de población no constituye un expediente de mejora ambiental, ni implica un incremento de la calidad ambiental. 

Reitera el TS los argumentos del TSJ en orden a declarar la inexistencia en la Memoria de estudio técnico y económico determinante de que los usos terciarios debían de desaparecer en los grados expresados en el Plan Especial; la ausencia de razones fácticas que justificaran la necesidad de aumentar la densidad de la vivienda, porque lo único que se vislumbra es una colmatación de viviendas en el ámbito con ocupación de la zona que se destinaba al uso suprimido; y la inexistencia de justificación alguna de la necesidad de tal aumento de viviendas junto a la infraestructura aeroportuaria, en una zona del ámbito que el planificador ordenó vincular, sin que se haya realizado en la Memoria un estudio razonado de su coherencia (no hay que olvidar que las viviendas proyectadas se localizan en la zona de servidumbres aeronáuticas en los focos de deyección de ruidos). En la Memoria se dan las razones formales de las que parte el cambio, pero no se conocen las causas y circunstancias por las que el resultado del proceso de cambio (con el aumento del número de viviendas de 1200) tiene que ser el que se alcanza. 

El TS reputa que esa carencia de justificación “reviste un carácter esencial y sustantivo pues afecta a la comprensión e impugnación del propio cambio normativo. Y sabido es que los trámites tienen un carácter medial o instrumental al servicio de una finalidad que en este caso, insistimos, se conecta con las garantías del ciudadano y la relevancia del medio ambiente, atendida la naturaleza del cambio de clasificación realizado. (…). Insistimos, pues, con la sentencia de instancia, en que la Memoria explica el porqué ya no resulta viable el destino terciario/comercial previsto en el Plan General para las parcelas expresadas -aunque respecto de tal cuestión notamos, igualmente, como apunta la Sala de instancia, la ausencia de dato o estudio alguno que acredite la dificultad de la conectividad vial de la zona o su futura evolución comercial-, pero desconocemos qué razones existen para reconducir la situación hacía un incremento poblacional, que, como hemos expuesto, se produce en un entorno -vinculado a la infraestructura aeroportuaria del Aeropuerto de Barajas- y que, en consecuencia, podría ser un entorno poco proclive a tal incremento poblacional”.

- Sentencia 1357/2017, de 23 de julio, de la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo que desestima el recurso de casación interpuesto contra la sentencia del TSJ de Galicia, desestimatoria del recurso contencioso administrativo contra la aprobación definitiva de un estudio de detalle, por considerar al técnico municipal competente para informar el referido instrumento de planeamiento. (LA LEY 101914/2017)

El TS confirma la sentencia del TSJ de Galicia y niega al recurrente que exista falta de atribuciones profesionales de los Arquitectos Técnicos, título que ostenta el técnico municipal, para emitir el informe desfavorable que sirvió de base al acuerdo denegatorio del Estudio de Detalle y, en consecuencia, no se produce vulneración del art. 1 de la Ley 12/1986, de 1 de abril, que regula las atribuciones profesionales de los Ingenieros y Arquitectos Técnicos, que atribuye a estos plenitud de facultades y atribuciones en el ejercicio de su profesión dentro del ámbito de su respectiva especialidad técnica. Especialidad técnica que, respecto de arquitectos técnicos es la de "ejecución de obras", y dentro de esta lo relativo a la organización, realización y control de obras de arquitectura, sus instalaciones auxiliares, trabajos complementarios de gabinete y economía de la construcción. 

El TS apunta que la D. A. de la propia Ley 12/1986 exime de su aplicación directa a los Arquitectos e Ingenieros Técnicos vinculados a la Administración Pública por una relación de servicios de naturaleza jurídica administrativa.

Lo que debe ventilarse en el proceso es si el Estudio de Detalle cumple o no el planeamiento municipal de aplicación.

Además, el TS puntualiza el reciente criterio jurisprudencial que rechaza el monopolio competencial a favor de una específica profesión técnica, siempre que el titulo facultativo en cuestión integre un nivel de conocimientos técnicos adecuados a la actuación a realizar conforme a los estudios exigidos para obtener ese título profesional. Remite a la sentencia de 14 de noviembre de 2014 (RC 2679/2012) y declara la superación de las categorías de técnicos superiores y de grado medio, porque todos ostentan una titulación universitaria superior, sin que resulte ajustada a la interpretación que dicha jurisprudencia ha realizado de los artículos 1 y 2 de la Ley 12/1998, la decisión del Tribunal a quo declarando ajustada a derecho la negativa del Ayuntamiento a aprobar un Estudio de Detalle por venir avalado con la firma de un Ingeniero Técnico Industrial cuando se ha acreditado que dicho Estudio de Detalle no tenía otra finalidad que aumentar la altura de las edificaciones para el proceso productivo de la industria instalada en las mismas, sin generar aumento de la edificabilidad asignada a las parcelas objeto de la modificación ni del resto de los parámetros aplicables a dichas parcelas objeto del proyecto presentado, razones para todas por las que el único motivo de casación invocado debe ser estimado. 

En consecuencia, reconoce que un arquitecto técnico puede informar instrumentos de planeamiento.

- Sentencia 1384/2017, de 14 de septiembre, de la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo que desestima el recurso de casación interpuesto contra la sentencia del TSJ de Canarias, que estimó parcialmente el recurso contencioso administrativo contra la aprobación definitiva del PGOU de Las Palmas de Gran Canaria, que anuló en cuanto que no reconoció a los demandantes indemnización por vinculación singular. (LA LEY 129751/2017)

La sentencia de instancia estima parcialmente el recurso contencioso-administrativo y anula el acuerdo de 2012, de aprobación definitiva de adaptación plena del PGOU de Las Palmas de Gran Canaria al TR de las leyes de ordenación del territorio y espacios naturales de Canarias, porque no prevé los mecanismos de justa equidistribución de beneficios y cargas ni reconoce indemnización alguna a los recurrentes por la vinculación singular en la finca afectada, que se incluye en el Catálogo de Protección como ejemplo único de una serie de casas de verano y con mirados que formaba parte del paisaje urbano de la Playa; sin perjuicio de que el inmueble ya se encontrara incluido en el Catálogo Municipal de Protección del PGOU de 1989.

El TS remite a la doctrina general acerca de las vinculaciones singulares, que apunta la sentencia del TSJ. En el fundamento quinto de la sentencia

“(…) A lo hasta ahora expuesto, podría oponerse, -de alguna forma lo insinúa la contestación de la Administración de la Comunidad autónoma-, que no existen restricciones de aprovechamiento urbanístico, dado que la catalogación del edificio es anterior al Plan impugnado, proviene de planeamiento anterior, que no otorgaba derecho edificatorio distinto del consolidado en el edificio existente. Es decir no existe restricción en el Plan impugnado respecto de los anteriores planeamientos que no conferían mayor aprovechamiento urbanístico a la finca.

Sin embargo tal consideración es contraria a la conocida doctrina sobre la impugnabilidad de los instrumentos de planeamiento que reproducen determinaciones contenidas en otros anteriores ya que, aunque una disposición general asuma en todo o en parte la regulación preexistente no por ello deja de ser una disposición formalmente distinta de aquella otra regulación a la que viene a sustituir y, por lo tanto, puede ser objeto de impugnación y debe ser examinada como una disposición nueva a la luz de la normativa que sea de aplicación en ese momento.

La interpretación contraria llevaría en definitiva a que escapasen del control judicial los contenidos de disposiciones que fueran iguales a otros anteriores y que, por las razones que fuesen, no llegaron a ser impugnadas".

La sentencia concluye que "Pues bien partiendo de tal doctrina solo nos queda por aplicarla al supuesto enjuiciado.

La catalogación del edificio es conforme a Derecho por responder a los valores arquitectónicos y ambientales a proteger, pero sin embargo debe considerarse que existe una vinculación singular al restringir la edificabilidad determinante de un perjuicio para su propietario, que de be ser indemnizada.

Sin que exista contradicción al respecto, el informe pericial aportado por la demandante, ratificado en el juicio, llega a la conclusión indubitada de que existe una disminución del aprovechamiento edificable no materializado a causa de la protección, equivalente a 1.581,90 m2, aplicando la Ordenanza Mr., en vigor para el entorno del edificio. Por ello en ejecución de sentencia se fijará el importe de la cantidad en que se valore tal perdida aplicando las normas fijadas para la expropiación de bienes y derechos, así como la obligación conjunta y por mitades del Ayuntamiento de Las Palmas de Gran Canaria y la Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias de atender su pago.

La razón de establecer similares porcentajes, responde a que, si bien la catalogación del inmueble lo es por interés preferentemente local, la responsabilidad de la confección del Plan y su sometimiento a Derecho, incumbe señaladamente a la Administración autónoma, por lo que la responsabilidad es solidaria en las Administraciones que conjuntamente han elaborado el Plan Impugnado".

En los fundamentos decimocuarto y decimoquinto, la sentencia del TS reconoce que la regla general del carácter estatutario de la propiedad inmobiliaria es la no indemnizabilidad de las actuaciones urbanísticas que, conforme a derecho, lleven a cabo los poderes públicos, si bien con las excepciones de las vinculaciones singulares (arts. 2.2 de la Ley 6/1998, de Régimen del Suelo y Valoraciones, 87.3 TRLS 76, 239 TRLS 1992, 43 de la Ley 6/98 y artículo 35.b) del TRLS 2008 (aunque este último no resulte aplicable por razones de temporalidad).

3.- TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA.

A) PAIS VASCO

- Sentencia 268/2017, de 26 de MAYO, de la Sala de lo Contencioso del Tribunal Superior de Justicia de País Vasco que estimó el recurso de apelación interpuesto contra una sentencia del JCA nº 1 de San Sebastián, estima parcialmente el recurso y reconoce el derecho a la concesión de la licencia para la instalación de una estación de servicio en un centro comercial. (LA LEY 121735/2017).

El recurso contencioso administrativo se interpuso contra la denegación en 2014 de la licencia de actividad para la instalación de gasolinera en un supermercado, por cuanto las Normas Subsidiarias del municipio de Oñate exigen la redacción de un Plan Especial de Reforma Interior, previo a la concesión de licencias. También se recurrió indirectamente la norma urbanística particular de las Normas Subsidiarias de Oñate.

En la sentencia de instancia quedó demostrado que el supermercado obtuvo autorización para su implantación en 2008 y se informó favorablemente la licencia de construcción, antes de la aprobación del PERI, Posteriormente, en 2012, se otorgó permiso provisional de apertura y se otorgó validez a la licencia de primera ocupación, si bien con la imposición de medidas correctoras.

Es más adelante que se solicita la licencia para la instalación de la gasolinera, que ahora es objeto del recurso de apelación.

El TSJ del País Vasco se plantea una primer cuestión, la de si habiendo solicitado licencia para la instalación del establecimiento en febrero de 2007, tras la entrada en vigor de la LS 2/2006, era necesaria la aprobación de la norma de desarrollo de planeamiento prevista en las NN.SS., para su concesión.

Aunque reconoce que la licencia concedida en 2008 no es objeto del recurso, observa que se encontraba en la misma situación jurídico-urbanística que la licencia actualmente denegada, porque no existe ninguna modificación de las NN.SS y “en tanto no se apruebe la norma de planeamiento de desarrollo, de ordenación pormenorizada, no puede iniciarse la ejecución urbanística: Por ello el hecho de que existiera un convenio urbanístico con el Ayuntamiento de Oñate no modifica la realidad jurídica aplicable, como tampoco cabe invocar el principio de confianza legítima. De tal manera que estos  motivos de apelación son desestimados.

Sin embargo, no desestima otro de los motivos del recurso de apelación; aquél relativo a la aplicación el art. 3.3 del R.D. Ley 6/2000, de medidas urgentes de intensificación de la competencia en mercados de bienes y servicios. El TSJ remite a la STS 34/2017, de 1 de marzo, que examina el recurso de inconstitucionalidad contra este artículo, del que reconoce que “no impide que el órgano municipal realice los diversos actos de control sobre la instalación de la estación de servicio que sean de su competencia, de acuerdo con la normativa vigente”. Por esta razón, como resulta de los aparatados 2 y 3 del art. 3 del RDL, concedida la licencia requerida por el establecimiento “lleva implícita la concesión de las que fueren necesarias para la instalación del suministro de productos petrolíferos”. A ello añade que, dado que la licencia concedida en 2008 no es objeto del recurso de apelación ni tampoco consta que haya sido revisada y, por lo tanto, está plenamente vigente, el Ayuntamiento de Oñate “no podía, por razones urbanísticas, denegar la licencia de actividad solicitada, por aplicación de la legislación estatal básica, lo que debe llevar a la estimación del recurso de apelación interpuesto”.

Por esta razón estima el recurso contencioso administrativo interpuesto contra la resolución denegatoria de la licencia solicitada, vinculada a la concedida el 5 de junio  de 2008.

M) NAVARRA

- Sentencia 263/2017, de 31 de mayo, de la Sala de lo Contencioso del Tribunal Superior de Justicia de Navarra que desestimó el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia del JCA nº 1 de Pamplona y confirma la denegación de la recepción de las obras de urbanización de un sector industrial. (LA LEY 119104/2017). 

Esta sentencia confirma en apelación la sentencia de instancia, que declaró conforme a derecho la denegación de la recepción de las obras de urbanización, fundado en que la Junta de Compensación no había ejecutado la totalidad de las obras de urbanización, en los términos establecidos en el proyecto de urbanización.

En el recurso de apelación la JC alegó que las obras a que estaba obligada eran las previstas en el proyecto de urbanización y que el resto, consistente en la ejecución de una subestación transformadora y el soterramiento completo del centro de seccionamiento, fueron objeto de otros proyectos independientes, cuya ejecución se pactó en un convenio inter partes entre la JC y la empresa suministradora de energía eléctrica.

La sentencia del TSJN se plantea, en primer lugar, el alcance de la competencia municipal en la recepción de las obras de urbanización, si sólo a aquéllas incluidas en el proyecto de urbanización o también a las obras que se tramitaron en proyectos independientes (respecto de los que se solicitó licencia y se abonó el ICIO).

Del examen de la normativa foral urbanística la sentencia concluye que si el proyecto de urbanización se define como un proyecto de obras cuya finalidad es llevar a la práctica el planeamiento, las obras a ejecutar serán todas aquellas que hagan viable la  transformación del suelo en solar. Pero no únicamente esto sino que también, respecto del suministro de energía eléctrica, es necesario que la red tenga potencia suficiente para los usos existentes y los que puedan llegar a construirse. Dado que se actuó por sistema de compensación corresponde a la JC la efectiva ejecución de las obras de urbanización, según estaban previstas en el proyecto, alcanzando igualmente al suministro de energía eléctrica con potencia suficiente para los usos existentes y previsibles. 

Reconoce el TSJ que el proyecto de urbanización incluyó todas las obras, independientemente de que las pendientes de ejecutar correspondieran al concesionario del suministro de energía eléctrica. Unas y otras están indisolublemente unidas, porque así se previó en el proyecto de urbanización, aunque éste remitiera a posteriores proyectos independientes. Resulta irrelevante esa distinción entre obras de urbanización y obras independientes puesto que “lo cierto y verdad es que las obras de urbanización a que se obliga la JC no están en función de que otra empresa ejecute materialmente las mismas, y que algunas de ellas, por su perfil técnico y su especial complejidad en su caso hayan de ser realizadas directamente por la suministradora de energía eléctrica, no, la JC se obliga ex lege a realizar, por sí, o por otra, las obras previstas en aras a garantizar la energización de todo el polígono”.

A ello no puede oponerse la existencia de un convenio inter partes que no tiene efectos en las obligaciones que ex lege corresponden a la JC y ello, con independencia de que la empresa suministradora solicitara licencia urbanística y abonara el ICIO, porque es una relación distinta la que une al municipio y a la JC.

4.- JUZGADOS DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVOS.

- Sentencia 261/2017, de 7 de noviembre, del Juzgado de lo Contencioso Administrativo nº 2 de Zaragoza que estima  el recurso contencioso administrativo interpuesto contra la concesión de licencia de inicio de actividad de panadería, imponiendo la condición particular de realizar la actividad en horario de 8 a 22 horas. 

El acuerdo recurrido desestimó el recurso de reposición interpuesto contra el acuerdo de 19 de octubre de 2016, que confirma, por el que se concedió una licencia de inicio de actividad de panadería con obrador, con la imposición de una condición particular relativa a la obligación de realizar la actividad en horario de 8 a 22 horas, prohibiendo el ejercicio de la actividad en horario nocturno.

El recurso contencioso-administrativo se funda en que se ha producido la revisión de un acto firme sin seguir el procedimiento previsto en los arts. 106 y 107 Ley 39/2015, al tiempo que se considera infringidos los artículos 89 y siguientes de la Ley 11/2014, de Prevención y Protección Ambiental de Aragón, que exige, antes de imponer cualquier medida correctora, la necesidad de requerir de subsanación por los defectos observados o por incumplimientos derivados de la ejecución de proyectos. Entiende que, solicitada la licencia de inicio de actividad en fecha 15 de abril de 2016, habían transcurrido los plazos para obtener la licencia de inicio de actividad, teniendo en cuenta que ni antes ni después del vencimiento de los mismos, no se notificó reparo alguno, ni siquiera higiénico sanitario (que se consideró subsanado el 5-7-2016).

EI Ayuntamiento opone al silencio administrativo porque entiende que no se pueden obtener facultades contrarias a las normas. Esto es, la posibilidad de funcionar a partir de las 22 horas, con un aislamiento de 54 dB, sin alcanzar el de 56 dB previsto en el art. 32.1.1 de la Ordenanza de Ruidos y Vibraciones.

El JCA aplica al supuesto el art. 43 de la Ley 30/1992, vigente en el momento de vencer los plazos del silencio, que en su párrafo 1º prevé la regla del silencio administrativo positivo, si bien con la excepción de que una norma con rango de Ley por razones imperiosas de interés general o una norma de Derecho comunitario establezcan lo contrario. 

Como este artículo no impone una prohibición genérica del silencio administrativo positivo y la codemandada alega el art. 242.6 del TRLS de 1992, el JCA alude al art. 11.3 del TRLSyRU de 2015 que limita el silencio positivo cuando dice que “en ningún caso podrán entenderse adquiridas por silencio administrativo facultades o derechos que contravengan la ordenación territorial o urbanística”, para indicar expresamente en qué supuestos el silencio es negativo (son los previstos en el art. 11.4, y no otros). A ello se añade el art. 239 TRLUA que apunta que, transcurrido el plazo de resolución sin haberse notificado la licencia, “el interesado podrá entender desestimada su petición por silencio administrativo, en los términos establecidos en la legislación básica estatal”, esto es, únicamente en los casos previstos en el art. 11.4.

La sentencia reconoce que no estamos ante un acto de edificación, y que la ordenanza municipal del ruido no forma parte de la “ordenación territorial o urbanística”. Entiende que estamos ante normativa ambiental. Como lo que se discute es el aislamiento del local, y su determinación tiene importantes elementos aleatorios, no puede determinarse de manera clara e incontestable desde el principio. En consecuencia “no puede producir un efecto de invalidez igual que en el cumplimiento de unos parámetros urbanísticos fácilmente medibles. Así, la medición del aislamiento depende de ciertos elementos aleatorios, el concreto punto en que se mida, del concreto día, con más o menos ruido ambiente -el cual puede variar día a día o ir a más por el hecho de que haya nuevas actividades vecinas, un aumento dei tráfico, etc.- del número de mediciones que se hagan, de la calidad del aparato y de su correcto manejo, e incluso de factores totalmente ocasionales o circunstanciales, como pueda serlo, en nuestro caso, la forma de manipulación de bandejas metálicas o el cuidado que se ponga en ello. De hecho, se emitió un certificado del técnico de la recurrente que no fue desmentido por el Ayuntamiento en sus informes antes de que venciese el plazo. Por tanto, había todos 1os elementos necesarios para obtener la licencia por silencio positivo”.

A mayor abundamiento, el JCA reconoce que el camino adecuado para la subsanación de deficiencias (en caso de deficiente aislamiento) era el art. 99 de la Ley aragonesa de prevención y protección ambiental, de manera que si se llegara a constatar la imposibilidad de la subsanación por un vicio de origen insubsanable, podría dar lugar a la revisión por nulidad, en la medida en que se constatase que nunca se debería haber concedido la licencia con funcionamiento que incluya de las 22 a las 8 horas.

Así, el Ayuntamiento debió dar un plazo para subsanar en lugar de dictar una licencia expresa que alteraba el sentido del silencio en contra de lo previsto en el art. 43.3 de la Ley 30/1992, aplicable según 1a DT Tercera de la Ley 39/2015. Por esta razón, el Juzgado considera que estamos “ante una auténtica revisión de oficio por nulidad o anulabilidad (y para ello ya son aplicables las normas de la ley 39/2015 según la citada DT Tercera, punto b), que no ha seguido el procedimiento establecido en los artículos 106 y 107 de dicha ley 39/2015”; razones éstas para estimar el recurso y anular las resoluciones recurridas porque la licencia estaba obtenida por silencio administrativo.

III. DOCUMENTOS RELEVANTES

- Recursos de inconstitucionalidad.

- El Pleno del TC por providencia de 8 de junio de 2017, admitió a trámite el recurso de inconstitucionalidad nº 2540/2017, promovido por el Presidente del Gobierno contra los artículos 9.4, 26.2 y 33.1.a) de la Ley 12/2016, de 17 de agosto, de evaluación ambiental de las Illes Balears. (BOE núm. 141, de 14 de junio).
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� En concreto, el art. 8 de la ley castellano manchega de creación de colegios profesionales dispone que “Los profesionales titulados vinculados con las Administraciones Públicas en Castilla-La Mancha mediante relación de servicios de carácter administrativo o laboral, no precisarán estar colegiados para el ejercicio de funciones puramente administrativas, ni para la realización de actividades propias de la correspondiente profesión por cuenta de aquéllas, cuando el destinatario inmediato de las mismas sea exclusivamente la Administración.


Si será obligatoria, en consecuencia, la colegiación cuando los destinatarios inmediatos del acto profesional sean los ciudadanos o el personal al servicio de la Administración”.


� El art. 9.4 de la Ley balear dice:


«4. Se considera que no tienen efectos significativos en el medio ambiente, y por lo tanto no están sujetos a los procedimientos de evaluación ambiental estratégica, de acuerdo con el art. 3.5 de la Directiva 2001/42/CE: 


a) Las modificaciones de planes territoriales o urbanísticos que tengan como objeto exclusivo alguna o algunas de las finalidades expresadas a continuación:


i. Disminución de coeficientes de edificabilidad o de porcentajes de ocupación de los edificios. 


ii. Disminución de la altura máxima de los edificios. 


iii. Cambio de usos plurifamiliares a unifamiliares. 


iv. Aumento de la superficie, o reajuste por razones funcionales, de zonas de equipamientos, espacios libres públicos o infraestructuras, siempre que este cambio de calificación o clasificación no afecte a terrenos clasificados como suelo rústico. 


v. Aumento de la superficie de la parcela mínima para poder construir o implantar un uso urbanístico. 


vi. Cambios de la clasificación de suelo urbano, urbanizable o apto para la urbanización con la finalidad de reconvertirlo en suelo rústico. 


vii. Implementación o extensión de las medidas de protección del medio ambiente, de restauración o recuperación de hábitats o especies afectadas por incendios forestales u otros desastres naturales, en suelo rústico o respecto a bienes integrantes del patrimonio histórico. 


viii. Establecimiento o modificación de los índices de uso turístico o residencial, siempre que representen una disminución de la capacidad de población. 


ix. Cambios del sistema de actuación de polígonos o unidades de actuación. 


b) La aprobación o la modificación de los catálogos de protección del patrimonio cultural siempre que únicamente incluyan medidas que representen un mayor grado de protección del medio ambiente o del patrimonio cultural. 


c) Los planes de ordenación de los recursos naturales, los planes reguladores de uso y gestión, los planes de gestión de espacios Red Natura 2000 u otros espacios naturales protegidos, en la medida que representen un mayor grado de protección del medio ambiente. 


d) Las modificaciones de carácter financiero o de escasa entidad de los Programas de Desarrollo Rural.


e) Estudios de detalle.»


� El art. 26.2 de la Ley 12/2016 de las Islas Baleares dice que “son nulos de pleno derecho y no tienen validez, los actos de adopción, aprobación o autorización de los planes, programas y los proyectos determinados en el apartado 1 anterior, respecto de los que no se haya solicitado el informe de consulta mencionado”.


� El art. 33.1.a) de la Ley Balear 12/2016 dice: “1. El orden jurídico perturbado por un proyecto, un plan o un programa sometido a evaluación ambiental que no haya llevado a cabo la tramitación ambiental preceptiva o contravenga sus condiciones, se restablecerá mediante:


La aprobación, la autorización o la licencia del proyecto, el plan o el programa correspondiente con la tramitación previa de la evaluación ambiental, si se solicita y es compatible con la legislación vigente”.
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